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A fin de resguardar a los sectores 
más afectados por la pandemia 
del COVID-19, el Poder Ejecutivo 
promulgó el 23 de marzo de 2021 
la Ley 19.942 mediante la cual se 
establecieron diversos instrumen-
tos de naturaleza tributaria con el 
objetivo de favorecer la regulari-
zación de adeudos ante la Direc-
ción General Impositiva (DGI) y 
del Banco de Previsión Social 
(BPS).

En tal sentido, a los efectos de 
precisar la forma en la cual deben 
de aplicarse los instrumentos 
establecidos en la Ley 19.942, el 
pasado 27 de abril de 2021 se 
promulgó el Decreto reglamenta-
rio de la Ley en cuestión.

Facilidades de pago en  
BPS y DGI

  BPS:

En lo que respecta a las empresas 
contribuyentes de BPS, se esta-
blece un régimen especial de 
facilidades de pago que permite 
financiar la totalidad de las 
obligaciones adeudadas hasta el 
mes de marzo del 2021.

La medida comprende a todas 
aquellas empresas registradas 
ante BPS, correspondientes a 
todos los sectores de actividad, 
Industria y Comercio, Construc-
ción, Servicios Personales y Servi-
cio Doméstico o Rural.

La normativa habilita a los contri-
buyentes a convenir mediante la 
suscripción de un convenio de 
facilidades de pago, sobre aque-
llos adeudos generados por los 
meses de cargo comprendidos 
entre mayo del 2018 y marzo del 
2021, y hasta abril del 2021 para 
las empresas comprendidas en el 
régimen de aportación Rural.

A tales efectos, se podrá convenir 
en:

a) Hasta 36 cuotas en moneda 
nacional, el monto original de:

- Los aportes personales de los 
trabajadores dependientes, inclu-
yendo los aportes al Fondo 
Nacional de Salud (Fonasa).

- Las cargas salariales incluidas 
en el Aporte Unificado de la 
Construcción.

- Los aportes patronales por 
servicios bonificados.

b) Hasta 72 cuotas en Unidades 
Reajustables (UR), la actualiza-
ción de las obligaciones detalla-
das en el literal a) - con interés del 
2% anual - igual punto c. 
 
c) Hasta 72 cuotas en UR o en 60 
cuotas en UR cuando se opta por 
la espera de 12 meses para el 
pago de la primera cuota:

- Los aportes personales y patro-
nales por la actividad de los 
trabajadores no dependientes, 
incluyendo los aportes al Fonasa.

- Los aportes patronales por los 
trabajadores dependientes.

En lo que respecta al valor de 
cada cuota, el mismo será calcu-
lado con el valor de la UR del mes 
del vencimiento.

Por otra parte, en lo que respecta 
a las empresas monotributistas, 
podrán convenir la prestación 
tributaria unificada de los trabaja-
dores no dependientes por los 
aportes generados hasta el mes 
de marzo del 2021. Asimismo, se 
podrían incluir los aportes al 
Fonasa.

En tal sentido, estas obligaciones 
podrán ser financiadas en un 

máximo de 72 cuotas en moneda 
nacional, sin multas ni recargos, 
con un 2% de interés anual.

Adicionalmente, los titulares de 
estas empresas disponen de plazo 
hasta el 28 de febrero del 2022 
para poder ampararse a estas 
facilidades de pago.

  DGI:

El nuevo régimen de facilidades 
de pago de DGI dispone que 
aquellas personas o empresas que 
adeuden tributos, así como sus 
correspondientes infracciones 
tributarias (excepto defrauda-
ción) y cuyo vencimiento de pago 
sea anterior al 28 de febrero de 
2021, podrán refinanciar sus 
deudas en cuotas sin multas y 
recargos.

En tal sentido, los sujetos pasivos 
que a la fecha mantengan adeu-
dos por concepto de multas por 
defraudación, ya sea en calidad 
de responsables como de contri-
buyentes, solamente podrán 
ampararse al régimen si previa-
mente cancelan dicha obligación 
o suscriben un convenio por facili-
dades de pago por las mismas.
Asimismo, el Decreto reglamenta-
rio establece que en lo que 
respecta a los adeudos por infrac-
ciones tributarias, también 
podrán ampararse al régimen de 
facilidades de pago en cuestión, 
aún en el caso que los impuestos 
que las originaron se encuentren 
extinguidos.

Por su parte, en relación al plazo a 
efectos de presentar y solicitar las 
facilidades de pago, rige hasta el 
22 de febrero de 2022, podrá 
realizarse vía web adjuntando la 
documentación correspondiente.

Adicionalmente, en lo que respec-
ta a los contribuyentes que 
posean deudas anteriores o 
convenios ya inscriptos y dicho 
convenio contenga multas y 
recargos, la parte impaga podrá 
ser refinanciada.

En lo que refiere a los convenios, 
se eliminan las multas y recargos, 
convirtiéndose la deuda en UI 
(Unidades Indexadas), pudiéndo-
se financiar hasta en 36 cuotas, 
previa realización de una entrega 
inicial.

El Decreto reglamentario estable-
ce que el monto de las cuotas no 
podrá ser en ningún caso menor a 
UI 1.000. Sin perjuicio de ello, en lo 
que respecta a los sujetos pasivos 
del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF), Impuesto 
de Asistencia a la Seguridad 
Social (IASS), Impuesto de Ense-
ñanza Primaria o IVA mínimo, 
deberán suscribir más de un 
convenio, exclusivamente por los 
impuestos que se señalan, el 
monto correspondiente a las 
cuotas fijadas en cada uno podrá 
ser inferior a UI 1.000, en tanto el 
importe total mensual de las 
mismas lo supere.

La facilidad de pago correspon-
diente a refinanciar los adeudos 
sin multas y recargos es de aplica-
ción para cualquier persona y 
empresa y para todos los impues-
tos administrados por la DGI (IVA, 
IMESI, IRAE, IRPF, IASS, Impuesto 
de Enseñanza Primaria, Impuesto 
al Patrimonio, ITP, etc.)

Por otra parte, el Decreto regla-
mentario estableció las siguientes 
medidas económicas para micro y 
pequeñas empresas.

Exoneraciones aportes 
jubilatorios:

La Ley 19.942 establece una 
exoneración del 50% correspon-
diente a los aportes patronales 
jubilatorios a la seguridad social 
para aquellas empresas compren-
didas en el régimen de industria y 
comercio, en tanto no hayan 
tenido (en promedio) más de 19 
empleados en el año civil 2020 y 
cuyos ingresos en el último ejerci-
cio cerrado previo a la entrada en 
vigencia de la Ley en cuestión, no 
hayan superado las UI 
10.000.000.

Adicionalmente, el Decreto esta-
blece que, para determinar el 
promedio de empleados, se 
deberá considerar a la cantidad 
de trabajadores que consten en la 
nómina mensual correspondiente 
a la liquidación de las Contribu-
ciones Especiales de Seguridad 
Social, asimismo, la DGI propor-
cionará al BPS la información 
necesaria a los efectos de deter-
minar a las empresas alcanzadas 
por el beneficio en cuestión.

En tal sentido, la Ley admite que 
para aquellos contribuyentes 
cuyo cierre de ejercicio sea 
diferente al 31 de diciembre, 
puedan optar por considerar los 
ingresos obtenidos en el año civil 
2020 de forma de poder quedar 
comprendidos en la exoneración.

Por último, a los efectos de poder 
hacer efectivo el beneficio en 
cuestión, los contribuyentes 
tendrán que presentar ante el 
BPS una certificación emitida por 
un Contador Público en la cual se 
acredite que los ingresos corres-
pondientes al período compren-
dido entre el 1º de enero y el 31 de 
diciembre de 2020, o los ingresos 
proporcionados a dicho período 
si el ejercicio fuera menor a 12 
meses, no han superado las UI 
10.000.000, considerando la 
cotización vigente al 31 de 

diciembre de 2020.

IRAE mínimo:

En lo que respecta a la exonera-
ción del IRAE mínimo para los 
contribuyentes comprendidos, 
cuyos ingresos brutos sean 
menores a UI 915.000 en el ejerci-
cio anterior, que estén obligados 
a realizar pagos a cuenta de este 
impuesto, el Decreto establece 
que se podrá deducir de dicha 
obligación el monto exonerado 
por esta Ley. Asimismo, se escla-
rece que el importe correspon-
diente a la deducción, no podrá 
exceder el monto del pago a 
cuenta.

IP – Abatimiento:

El Poder Ejecutivo modificó el 
porcentaje máximo del abati-
miento del IP y su Sobretasa, de 
acuerdo a la siguiente escala:

Al respecto, deberá considerarse 
la cotización de la UI correspon-
diente al cierre del ejercicio.
Asimismo, se establece que esta 

En esta edición abarcaremos 
diversos temas, redactados por 
profesionales de nuestro equipo y 
también sumamos el valioso 
aporte de analistas invitados.

Hoy día, los negocios trascienden 
las fronteras y ello conlleva adap-
tarse a las nuevas reglas de mer-
cado y a las diferentes legislacio-
nes fiscales de cada jurisdicción. 
En materia de Precios de Transfe-
rencia, la pregunta frecuente de 
las empresas es ¿Debo realizar y 
presentar ante DGI el Informe de 
Precios de Transferencia?  Las 
contadoras Jimena Artola y 
Marianella Capoano responden a 
estas y otras inquietudes que se 
plantean habitualmente.

A partir de enero 2021, se habilitó 
para sociedades anónimas (SA) y 
las sociedades por acciones 
simplificadas (SAS) la modalidad 
de Asambleas de Accionistas por 
Videoconferencia, las doctoras 
Jenifer Alfaro y Rosa Poziomek 
nos introducen en el régimen 
vigente.

Y complementando el tema 
precedente, el Esc. Diego Dos 
Reis, profundiza sobre las modifi-
caciones que implican estos cam-
bios para las Asambleas de Accio-
nistas tanto para las S.A. como 
para las S.A.S.

La Lic. Dayhanna Sena y el Cr. 
Agustín Drago presentan un infor-
me sobre las facilidades de pago 
que brindan actualmente BPS y 

PRESENTACIÓN

Julio 2021

disposición rige exclusivamente 
en el primer cierre del ejercicio, a 
partir del 31 de diciembre de 
2020 inclusive.

Monotributo:

Aquellos monotributistas que 
hayan iniciado actividades a 
partir del 1º de enero del 2021, 
tributarán de acuerdo a la 
siguiente escala:

a) El 25% durante los primeros 12 
meses de actividad registrada

b) El 50% durante los segundos 12 
meses de actividad registrada

c) El 100% a partir de los terceros 
12 meses de actividad registrada

Asimismo, la Ley establece que 
no se podrá aplicar el régimen de 
tributación gradual, en la medida 
que exista otro beneficio tributa-
rio. En lo que respecta a la bonifi-
cación de hasta el 15% sobre las 
obligaciones jubilatorias patrona-
les, el contribuyente podrá optar, 
por el régimen gradual de tributa-
ción o por la aplicación de la 
citada bonificación.

Cabe destacar que la exoneración 
en cuestión, no será de aplicación 
cuando el contribuyente reinicie 
actividades.

DGI, tras las medidas que tomó el 
gobierno ante la crisis económica. 
Estas medidas parecen ser un 
instrumento interesante para 
regularizar situaciones de morosi-
dad.

La industria del Software, ha 
tenido un crecimiento exponen-
cial en los últimos tiempos, y la 
pandemia, nos ha sumergido de 
forma acelerada en un mundo 
cada vez más digitalizado. La Cra. 
Magalí Piastri analiza las medidas 
dirigidas a promover esta activi-
dad en el país y cuál es el trata-
miento fiscal que recibe ese 
sector.

Esta crisis sanitaria mundial, ha 
generado también un gran reto 
para las organizaciones a la hora 
gestionar sus recursos humanos y 
encontrar nuevas soluciones a las 
situaciones que se les han presen-
tado. El Lic Javier Sosa, analiza los 
desafíos y también oportunidades 
que representan la gestión de 
personas en la era del Covid- 19. 

Al mismo tiempo, propongo repa-
sar lo expuesto en un reciente 
webinar que realizamos junto a 
APPCU, sobre Real Estate en 
Uruguay. Como verán tanto en la 
exposición como en el artículo 
que se presenta, sugeríamos tres 
cambios para mejorar la inversión 
y el empleo en la construcción.
 

Alfredo Kaplan.



Facilidades de pago ante
BPS y DGI y otras medidas

A fin de resguardar a los sectores 
más afectados por la pandemia 
del COVID-19, el Poder Ejecutivo 
promulgó el 23 de marzo de 2021 
la Ley 19.942 mediante la cual se 
establecieron diversos instrumen-
tos de naturaleza tributaria con el 
objetivo de favorecer la regulari-
zación de adeudos ante la Direc-
ción General Impositiva (DGI) y 
del Banco de Previsión Social 
(BPS).

En tal sentido, a los efectos de 
precisar la forma en la cual deben 
de aplicarse los instrumentos 
establecidos en la Ley 19.942, el 
pasado 27 de abril de 2021 se 
promulgó el Decreto reglamenta-
rio de la Ley en cuestión.

Facilidades de pago en  
BPS y DGI

  BPS:

En lo que respecta a las empresas 
contribuyentes de BPS, se esta-
blece un régimen especial de 
facilidades de pago que permite 
financiar la totalidad de las 
obligaciones adeudadas hasta el 
mes de marzo del 2021.

La medida comprende a todas 
aquellas empresas registradas 
ante BPS, correspondientes a 
todos los sectores de actividad, 
Industria y Comercio, Construc-
ción, Servicios Personales y Servi-
cio Doméstico o Rural.

La normativa habilita a los contri-
buyentes a convenir mediante la 
suscripción de un convenio de 
facilidades de pago, sobre aque-
llos adeudos generados por los 
meses de cargo comprendidos 
entre mayo del 2018 y marzo del 
2021, y hasta abril del 2021 para 
las empresas comprendidas en el 
régimen de aportación Rural.

A tales efectos, se podrá convenir 
en:

a) Hasta 36 cuotas en moneda 
nacional, el monto original de:

- Los aportes personales de los 
trabajadores dependientes, inclu-
yendo los aportes al Fondo 
Nacional de Salud (Fonasa).

- Las cargas salariales incluidas 
en el Aporte Unificado de la 
Construcción.

- Los aportes patronales por 
servicios bonificados.

b) Hasta 72 cuotas en Unidades 
Reajustables (UR), la actualiza-
ción de las obligaciones detalla-
das en el literal a) - con interés del 
2% anual - igual punto c. 
 
c) Hasta 72 cuotas en UR o en 60 
cuotas en UR cuando se opta por 
la espera de 12 meses para el 
pago de la primera cuota:

- Los aportes personales y patro-
nales por la actividad de los 
trabajadores no dependientes, 
incluyendo los aportes al Fonasa.

- Los aportes patronales por los 
trabajadores dependientes.

En lo que respecta al valor de 
cada cuota, el mismo será calcu-
lado con el valor de la UR del mes 
del vencimiento.

Por otra parte, en lo que respecta 
a las empresas monotributistas, 
podrán convenir la prestación 
tributaria unificada de los trabaja-
dores no dependientes por los 
aportes generados hasta el mes 
de marzo del 2021. Asimismo, se 
podrían incluir los aportes al 
Fonasa.

En tal sentido, estas obligaciones 
podrán ser financiadas en un 

máximo de 72 cuotas en moneda 
nacional, sin multas ni recargos, 
con un 2% de interés anual.

Adicionalmente, los titulares de 
estas empresas disponen de plazo 
hasta el 28 de febrero del 2022 
para poder ampararse a estas 
facilidades de pago.

  DGI:

El nuevo régimen de facilidades 
de pago de DGI dispone que 
aquellas personas o empresas que 
adeuden tributos, así como sus 
correspondientes infracciones 
tributarias (excepto defrauda-
ción) y cuyo vencimiento de pago 
sea anterior al 28 de febrero de 
2021, podrán refinanciar sus 
deudas en cuotas sin multas y 
recargos.

En tal sentido, los sujetos pasivos 
que a la fecha mantengan adeu-
dos por concepto de multas por 
defraudación, ya sea en calidad 
de responsables como de contri-
buyentes, solamente podrán 
ampararse al régimen si previa-
mente cancelan dicha obligación 
o suscriben un convenio por facili-
dades de pago por las mismas.
Asimismo, el Decreto reglamenta-
rio establece que en lo que 
respecta a los adeudos por infrac-
ciones tributarias, también 
podrán ampararse al régimen de 
facilidades de pago en cuestión, 
aún en el caso que los impuestos 
que las originaron se encuentren 
extinguidos.

Por su parte, en relación al plazo a 
efectos de presentar y solicitar las 
facilidades de pago, rige hasta el 
22 de febrero de 2022, podrá 
realizarse vía web adjuntando la 
documentación correspondiente.

Adicionalmente, en lo que respec-
ta a los contribuyentes que 
posean deudas anteriores o 
convenios ya inscriptos y dicho 
convenio contenga multas y 
recargos, la parte impaga podrá 
ser refinanciada.

En lo que refiere a los convenios, 
se eliminan las multas y recargos, 
convirtiéndose la deuda en UI 
(Unidades Indexadas), pudiéndo-
se financiar hasta en 36 cuotas, 
previa realización de una entrega 
inicial.

El Decreto reglamentario estable-
ce que el monto de las cuotas no 
podrá ser en ningún caso menor a 
UI 1.000. Sin perjuicio de ello, en lo 
que respecta a los sujetos pasivos 
del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF), Impuesto 
de Asistencia a la Seguridad 
Social (IASS), Impuesto de Ense-
ñanza Primaria o IVA mínimo, 
deberán suscribir más de un 
convenio, exclusivamente por los 
impuestos que se señalan, el 
monto correspondiente a las 
cuotas fijadas en cada uno podrá 
ser inferior a UI 1.000, en tanto el 
importe total mensual de las 
mismas lo supere.

La facilidad de pago correspon-
diente a refinanciar los adeudos 
sin multas y recargos es de aplica-
ción para cualquier persona y 
empresa y para todos los impues-
tos administrados por la DGI (IVA, 
IMESI, IRAE, IRPF, IASS, Impuesto 
de Enseñanza Primaria, Impuesto 
al Patrimonio, ITP, etc.)

Por otra parte, el Decreto regla-
mentario estableció las siguientes 
medidas económicas para micro y 
pequeñas empresas.

Exoneraciones aportes 
jubilatorios:

La Ley 19.942 establece una 
exoneración del 50% correspon-
diente a los aportes patronales 
jubilatorios a la seguridad social 
para aquellas empresas compren-
didas en el régimen de industria y 
comercio, en tanto no hayan 
tenido (en promedio) más de 19 
empleados en el año civil 2020 y 
cuyos ingresos en el último ejerci-
cio cerrado previo a la entrada en 
vigencia de la Ley en cuestión, no 
hayan superado las UI 
10.000.000.

Adicionalmente, el Decreto esta-
blece que, para determinar el 
promedio de empleados, se 
deberá considerar a la cantidad 
de trabajadores que consten en la 
nómina mensual correspondiente 
a la liquidación de las Contribu-
ciones Especiales de Seguridad 
Social, asimismo, la DGI propor-
cionará al BPS la información 
necesaria a los efectos de deter-
minar a las empresas alcanzadas 
por el beneficio en cuestión.

En tal sentido, la Ley admite que 
para aquellos contribuyentes 
cuyo cierre de ejercicio sea 
diferente al 31 de diciembre, 
puedan optar por considerar los 
ingresos obtenidos en el año civil 
2020 de forma de poder quedar 
comprendidos en la exoneración.

Por último, a los efectos de poder 
hacer efectivo el beneficio en 
cuestión, los contribuyentes 
tendrán que presentar ante el 
BPS una certificación emitida por 
un Contador Público en la cual se 
acredite que los ingresos corres-
pondientes al período compren-
dido entre el 1º de enero y el 31 de 
diciembre de 2020, o los ingresos 
proporcionados a dicho período 
si el ejercicio fuera menor a 12 
meses, no han superado las UI 
10.000.000, considerando la 
cotización vigente al 31 de 

diciembre de 2020.

IRAE mínimo:

En lo que respecta a la exonera-
ción del IRAE mínimo para los 
contribuyentes comprendidos, 
cuyos ingresos brutos sean 
menores a UI 915.000 en el ejerci-
cio anterior, que estén obligados 
a realizar pagos a cuenta de este 
impuesto, el Decreto establece 
que se podrá deducir de dicha 
obligación el monto exonerado 
por esta Ley. Asimismo, se escla-
rece que el importe correspon-
diente a la deducción, no podrá 
exceder el monto del pago a 
cuenta.

IP – Abatimiento:

El Poder Ejecutivo modificó el 
porcentaje máximo del abati-
miento del IP y su Sobretasa, de 
acuerdo a la siguiente escala:

Al respecto, deberá considerarse 
la cotización de la UI correspon-
diente al cierre del ejercicio.
Asimismo, se establece que esta 
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Lic. en Relaciones Laborales, Udelar
Ha realizado diversos cursos procurando 
la permanente actualización en la materia.

Integrante del Departamento de Recursos
Humanos y Relaciones Laborales de 
Estudio Kaplan.

Contador Público, Universidad ORT 

Se ha desempeñado en los últimos años 
en importantes firmas internacionales del 
sector en los departamentos de 
Asesoramiento legal y Tributario y asimismo 
en el área de Outsourcing.
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de Consultoría e Impuestos de 
Estudio Kaplan.
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disposición rige exclusivamente 
en el primer cierre del ejercicio, a 
partir del 31 de diciembre de 
2020 inclusive.

Monotributo:

Aquellos monotributistas que 
hayan iniciado actividades a 
partir del 1º de enero del 2021, 
tributarán de acuerdo a la 
siguiente escala:

a) El 25% durante los primeros 12 
meses de actividad registrada

b) El 50% durante los segundos 12 
meses de actividad registrada

c) El 100% a partir de los terceros 
12 meses de actividad registrada

Asimismo, la Ley establece que 
no se podrá aplicar el régimen de 
tributación gradual, en la medida 
que exista otro beneficio tributa-
rio. En lo que respecta a la bonifi-
cación de hasta el 15% sobre las 
obligaciones jubilatorias patrona-
les, el contribuyente podrá optar, 
por el régimen gradual de tributa-
ción o por la aplicación de la 
citada bonificación.

Cabe destacar que la exoneración 
en cuestión, no será de aplicación 
cuando el contribuyente reinicie 
actividades.



A fin de resguardar a los sectores 
más afectados por la pandemia 
del COVID-19, el Poder Ejecutivo 
promulgó el 23 de marzo de 2021 
la Ley 19.942 mediante la cual se 
establecieron diversos instrumen-
tos de naturaleza tributaria con el 
objetivo de favorecer la regulari-
zación de adeudos ante la Direc-
ción General Impositiva (DGI) y 
del Banco de Previsión Social 
(BPS).

En tal sentido, a los efectos de 
precisar la forma en la cual deben 
de aplicarse los instrumentos 
establecidos en la Ley 19.942, el 
pasado 27 de abril de 2021 se 
promulgó el Decreto reglamenta-
rio de la Ley en cuestión.

Facilidades de pago en  
BPS y DGI

  BPS:

En lo que respecta a las empresas 
contribuyentes de BPS, se esta-
blece un régimen especial de 
facilidades de pago que permite 
financiar la totalidad de las 
obligaciones adeudadas hasta el 
mes de marzo del 2021.

La medida comprende a todas 
aquellas empresas registradas 
ante BPS, correspondientes a 
todos los sectores de actividad, 
Industria y Comercio, Construc-
ción, Servicios Personales y Servi-
cio Doméstico o Rural.

La normativa habilita a los contri-
buyentes a convenir mediante la 
suscripción de un convenio de 
facilidades de pago, sobre aque-
llos adeudos generados por los 
meses de cargo comprendidos 
entre mayo del 2018 y marzo del 
2021, y hasta abril del 2021 para 
las empresas comprendidas en el 
régimen de aportación Rural.

A tales efectos, se podrá convenir 
en:

a) Hasta 36 cuotas en moneda 
nacional, el monto original de:

- Los aportes personales de los 
trabajadores dependientes, inclu-
yendo los aportes al Fondo 
Nacional de Salud (Fonasa).

- Las cargas salariales incluidas 
en el Aporte Unificado de la 
Construcción.

- Los aportes patronales por 
servicios bonificados.

b) Hasta 72 cuotas en Unidades 
Reajustables (UR), la actualiza-
ción de las obligaciones detalla-
das en el literal a) - con interés del 
2% anual - igual punto c. 
 
c) Hasta 72 cuotas en UR o en 60 
cuotas en UR cuando se opta por 
la espera de 12 meses para el 
pago de la primera cuota:

- Los aportes personales y patro-
nales por la actividad de los 
trabajadores no dependientes, 
incluyendo los aportes al Fonasa.

- Los aportes patronales por los 
trabajadores dependientes.

En lo que respecta al valor de 
cada cuota, el mismo será calcu-
lado con el valor de la UR del mes 
del vencimiento.

Por otra parte, en lo que respecta 
a las empresas monotributistas, 
podrán convenir la prestación 
tributaria unificada de los trabaja-
dores no dependientes por los 
aportes generados hasta el mes 
de marzo del 2021. Asimismo, se 
podrían incluir los aportes al 
Fonasa.

En tal sentido, estas obligaciones 
podrán ser financiadas en un 

máximo de 72 cuotas en moneda 
nacional, sin multas ni recargos, 
con un 2% de interés anual.

Adicionalmente, los titulares de 
estas empresas disponen de plazo 
hasta el 28 de febrero del 2022 
para poder ampararse a estas 
facilidades de pago.

  DGI:

El nuevo régimen de facilidades 
de pago de DGI dispone que 
aquellas personas o empresas que 
adeuden tributos, así como sus 
correspondientes infracciones 
tributarias (excepto defrauda-
ción) y cuyo vencimiento de pago 
sea anterior al 28 de febrero de 
2021, podrán refinanciar sus 
deudas en cuotas sin multas y 
recargos.

En tal sentido, los sujetos pasivos 
que a la fecha mantengan adeu-
dos por concepto de multas por 
defraudación, ya sea en calidad 
de responsables como de contri-
buyentes, solamente podrán 
ampararse al régimen si previa-
mente cancelan dicha obligación 
o suscriben un convenio por facili-
dades de pago por las mismas.
Asimismo, el Decreto reglamenta-
rio establece que en lo que 
respecta a los adeudos por infrac-
ciones tributarias, también 
podrán ampararse al régimen de 
facilidades de pago en cuestión, 
aún en el caso que los impuestos 
que las originaron se encuentren 
extinguidos.

Por su parte, en relación al plazo a 
efectos de presentar y solicitar las 
facilidades de pago, rige hasta el 
22 de febrero de 2022, podrá 
realizarse vía web adjuntando la 
documentación correspondiente.

Adicionalmente, en lo que respec-
ta a los contribuyentes que 
posean deudas anteriores o 
convenios ya inscriptos y dicho 
convenio contenga multas y 
recargos, la parte impaga podrá 
ser refinanciada.

En lo que refiere a los convenios, 
se eliminan las multas y recargos, 
convirtiéndose la deuda en UI 
(Unidades Indexadas), pudiéndo-
se financiar hasta en 36 cuotas, 
previa realización de una entrega 
inicial.

El Decreto reglamentario estable-
ce que el monto de las cuotas no 
podrá ser en ningún caso menor a 
UI 1.000. Sin perjuicio de ello, en lo 
que respecta a los sujetos pasivos 
del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF), Impuesto 
de Asistencia a la Seguridad 
Social (IASS), Impuesto de Ense-
ñanza Primaria o IVA mínimo, 
deberán suscribir más de un 
convenio, exclusivamente por los 
impuestos que se señalan, el 
monto correspondiente a las 
cuotas fijadas en cada uno podrá 
ser inferior a UI 1.000, en tanto el 
importe total mensual de las 
mismas lo supere.

La facilidad de pago correspon-
diente a refinanciar los adeudos 
sin multas y recargos es de aplica-
ción para cualquier persona y 
empresa y para todos los impues-
tos administrados por la DGI (IVA, 
IMESI, IRAE, IRPF, IASS, Impuesto 
de Enseñanza Primaria, Impuesto 
al Patrimonio, ITP, etc.)

Por otra parte, el Decreto regla-
mentario estableció las siguientes 
medidas económicas para micro y 
pequeñas empresas.

Exoneraciones aportes 
jubilatorios:

La Ley 19.942 establece una 
exoneración del 50% correspon-
diente a los aportes patronales 
jubilatorios a la seguridad social 
para aquellas empresas compren-
didas en el régimen de industria y 
comercio, en tanto no hayan 
tenido (en promedio) más de 19 
empleados en el año civil 2020 y 
cuyos ingresos en el último ejerci-
cio cerrado previo a la entrada en 
vigencia de la Ley en cuestión, no 
hayan superado las UI 
10.000.000.

Adicionalmente, el Decreto esta-
blece que, para determinar el 
promedio de empleados, se 
deberá considerar a la cantidad 
de trabajadores que consten en la 
nómina mensual correspondiente 
a la liquidación de las Contribu-
ciones Especiales de Seguridad 
Social, asimismo, la DGI propor-
cionará al BPS la información 
necesaria a los efectos de deter-
minar a las empresas alcanzadas 
por el beneficio en cuestión.

En tal sentido, la Ley admite que 
para aquellos contribuyentes 
cuyo cierre de ejercicio sea 
diferente al 31 de diciembre, 
puedan optar por considerar los 
ingresos obtenidos en el año civil 
2020 de forma de poder quedar 
comprendidos en la exoneración.

Por último, a los efectos de poder 
hacer efectivo el beneficio en 
cuestión, los contribuyentes 
tendrán que presentar ante el 
BPS una certificación emitida por 
un Contador Público en la cual se 
acredite que los ingresos corres-
pondientes al período compren-
dido entre el 1º de enero y el 31 de 
diciembre de 2020, o los ingresos 
proporcionados a dicho período 
si el ejercicio fuera menor a 12 
meses, no han superado las UI 
10.000.000, considerando la 
cotización vigente al 31 de 

diciembre de 2020.

IRAE mínimo:

En lo que respecta a la exonera-
ción del IRAE mínimo para los 
contribuyentes comprendidos, 
cuyos ingresos brutos sean 
menores a UI 915.000 en el ejerci-
cio anterior, que estén obligados 
a realizar pagos a cuenta de este 
impuesto, el Decreto establece 
que se podrá deducir de dicha 
obligación el monto exonerado 
por esta Ley. Asimismo, se escla-
rece que el importe correspon-
diente a la deducción, no podrá 
exceder el monto del pago a 
cuenta.

IP – Abatimiento:

El Poder Ejecutivo modificó el 
porcentaje máximo del abati-
miento del IP y su Sobretasa, de 
acuerdo a la siguiente escala:

Al respecto, deberá considerarse 
la cotización de la UI correspon-
diente al cierre del ejercicio.
Asimismo, se establece que esta 

Con el fin de 
resguardar a los 
sectores más afectados 
por la pandemia,
se establecieron 
diversas medidas
económicas.
El Poder Ejecutivo 
promulgó el 23 de 
marzo de 2021 la Ley 
19.942, mediante la 
cual se disponen 
diversos instrumentos 
de naturaleza tributaria 
a los efectos de 
favorecer la
regularización de 
adeudos en BPS y DGI
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disposición rige exclusivamente 
en el primer cierre del ejercicio, a 
partir del 31 de diciembre de 
2020 inclusive.

Monotributo:

Aquellos monotributistas que 
hayan iniciado actividades a 
partir del 1º de enero del 2021, 
tributarán de acuerdo a la 
siguiente escala:

a) El 25% durante los primeros 12 
meses de actividad registrada

b) El 50% durante los segundos 12 
meses de actividad registrada

c) El 100% a partir de los terceros 
12 meses de actividad registrada

Asimismo, la Ley establece que 
no se podrá aplicar el régimen de 
tributación gradual, en la medida 
que exista otro beneficio tributa-
rio. En lo que respecta a la bonifi-
cación de hasta el 15% sobre las 
obligaciones jubilatorias patrona-
les, el contribuyente podrá optar, 
por el régimen gradual de tributa-
ción o por la aplicación de la 
citada bonificación.

Cabe destacar que la exoneración 
en cuestión, no será de aplicación 
cuando el contribuyente reinicie 
actividades.



A fin de resguardar a los sectores 
más afectados por la pandemia 
del COVID-19, el Poder Ejecutivo 
promulgó el 23 de marzo de 2021 
la Ley 19.942 mediante la cual se 
establecieron diversos instrumen-
tos de naturaleza tributaria con el 
objetivo de favorecer la regulari-
zación de adeudos ante la Direc-
ción General Impositiva (DGI) y 
del Banco de Previsión Social 
(BPS).

En tal sentido, a los efectos de 
precisar la forma en la cual deben 
de aplicarse los instrumentos 
establecidos en la Ley 19.942, el 
pasado 27 de abril de 2021 se 
promulgó el Decreto reglamenta-
rio de la Ley en cuestión.

Facilidades de pago en  
BPS y DGI

  BPS:

En lo que respecta a las empresas 
contribuyentes de BPS, se esta-
blece un régimen especial de 
facilidades de pago que permite 
financiar la totalidad de las 
obligaciones adeudadas hasta el 
mes de marzo del 2021.

La medida comprende a todas 
aquellas empresas registradas 
ante BPS, correspondientes a 
todos los sectores de actividad, 
Industria y Comercio, Construc-
ción, Servicios Personales y Servi-
cio Doméstico o Rural.

La normativa habilita a los contri-
buyentes a convenir mediante la 
suscripción de un convenio de 
facilidades de pago, sobre aque-
llos adeudos generados por los 
meses de cargo comprendidos 
entre mayo del 2018 y marzo del 
2021, y hasta abril del 2021 para 
las empresas comprendidas en el 
régimen de aportación Rural.

A tales efectos, se podrá convenir 
en:

a) Hasta 36 cuotas en moneda 
nacional, el monto original de:

- Los aportes personales de los 
trabajadores dependientes, inclu-
yendo los aportes al Fondo 
Nacional de Salud (Fonasa).

- Las cargas salariales incluidas 
en el Aporte Unificado de la 
Construcción.

- Los aportes patronales por 
servicios bonificados.

b) Hasta 72 cuotas en Unidades 
Reajustables (UR), la actualiza-
ción de las obligaciones detalla-
das en el literal a) - con interés del 
2% anual - igual punto c. 
 
c) Hasta 72 cuotas en UR o en 60 
cuotas en UR cuando se opta por 
la espera de 12 meses para el 
pago de la primera cuota:

- Los aportes personales y patro-
nales por la actividad de los 
trabajadores no dependientes, 
incluyendo los aportes al Fonasa.

- Los aportes patronales por los 
trabajadores dependientes.

En lo que respecta al valor de 
cada cuota, el mismo será calcu-
lado con el valor de la UR del mes 
del vencimiento.

Por otra parte, en lo que respecta 
a las empresas monotributistas, 
podrán convenir la prestación 
tributaria unificada de los trabaja-
dores no dependientes por los 
aportes generados hasta el mes 
de marzo del 2021. Asimismo, se 
podrían incluir los aportes al 
Fonasa.

En tal sentido, estas obligaciones 
podrán ser financiadas en un 

máximo de 72 cuotas en moneda 
nacional, sin multas ni recargos, 
con un 2% de interés anual.

Adicionalmente, los titulares de 
estas empresas disponen de plazo 
hasta el 28 de febrero del 2022 
para poder ampararse a estas 
facilidades de pago.

  DGI:

El nuevo régimen de facilidades 
de pago de DGI dispone que 
aquellas personas o empresas que 
adeuden tributos, así como sus 
correspondientes infracciones 
tributarias (excepto defrauda-
ción) y cuyo vencimiento de pago 
sea anterior al 28 de febrero de 
2021, podrán refinanciar sus 
deudas en cuotas sin multas y 
recargos.

En tal sentido, los sujetos pasivos 
que a la fecha mantengan adeu-
dos por concepto de multas por 
defraudación, ya sea en calidad 
de responsables como de contri-
buyentes, solamente podrán 
ampararse al régimen si previa-
mente cancelan dicha obligación 
o suscriben un convenio por facili-
dades de pago por las mismas.
Asimismo, el Decreto reglamenta-
rio establece que en lo que 
respecta a los adeudos por infrac-
ciones tributarias, también 
podrán ampararse al régimen de 
facilidades de pago en cuestión, 
aún en el caso que los impuestos 
que las originaron se encuentren 
extinguidos.

Por su parte, en relación al plazo a 
efectos de presentar y solicitar las 
facilidades de pago, rige hasta el 
22 de febrero de 2022, podrá 
realizarse vía web adjuntando la 
documentación correspondiente.

Adicionalmente, en lo que respec-
ta a los contribuyentes que 
posean deudas anteriores o 
convenios ya inscriptos y dicho 
convenio contenga multas y 
recargos, la parte impaga podrá 
ser refinanciada.

En lo que refiere a los convenios, 
se eliminan las multas y recargos, 
convirtiéndose la deuda en UI 
(Unidades Indexadas), pudiéndo-
se financiar hasta en 36 cuotas, 
previa realización de una entrega 
inicial.

El Decreto reglamentario estable-
ce que el monto de las cuotas no 
podrá ser en ningún caso menor a 
UI 1.000. Sin perjuicio de ello, en lo 
que respecta a los sujetos pasivos 
del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF), Impuesto 
de Asistencia a la Seguridad 
Social (IASS), Impuesto de Ense-
ñanza Primaria o IVA mínimo, 
deberán suscribir más de un 
convenio, exclusivamente por los 
impuestos que se señalan, el 
monto correspondiente a las 
cuotas fijadas en cada uno podrá 
ser inferior a UI 1.000, en tanto el 
importe total mensual de las 
mismas lo supere.

La facilidad de pago correspon-
diente a refinanciar los adeudos 
sin multas y recargos es de aplica-
ción para cualquier persona y 
empresa y para todos los impues-
tos administrados por la DGI (IVA, 
IMESI, IRAE, IRPF, IASS, Impuesto 
de Enseñanza Primaria, Impuesto 
al Patrimonio, ITP, etc.)

Por otra parte, el Decreto regla-
mentario estableció las siguientes 
medidas económicas para micro y 
pequeñas empresas.

Exoneraciones aportes 
jubilatorios:

La Ley 19.942 establece una 
exoneración del 50% correspon-
diente a los aportes patronales 
jubilatorios a la seguridad social 
para aquellas empresas compren-
didas en el régimen de industria y 
comercio, en tanto no hayan 
tenido (en promedio) más de 19 
empleados en el año civil 2020 y 
cuyos ingresos en el último ejerci-
cio cerrado previo a la entrada en 
vigencia de la Ley en cuestión, no 
hayan superado las UI 
10.000.000.

Adicionalmente, el Decreto esta-
blece que, para determinar el 
promedio de empleados, se 
deberá considerar a la cantidad 
de trabajadores que consten en la 
nómina mensual correspondiente 
a la liquidación de las Contribu-
ciones Especiales de Seguridad 
Social, asimismo, la DGI propor-
cionará al BPS la información 
necesaria a los efectos de deter-
minar a las empresas alcanzadas 
por el beneficio en cuestión.

En tal sentido, la Ley admite que 
para aquellos contribuyentes 
cuyo cierre de ejercicio sea 
diferente al 31 de diciembre, 
puedan optar por considerar los 
ingresos obtenidos en el año civil 
2020 de forma de poder quedar 
comprendidos en la exoneración.

Por último, a los efectos de poder 
hacer efectivo el beneficio en 
cuestión, los contribuyentes 
tendrán que presentar ante el 
BPS una certificación emitida por 
un Contador Público en la cual se 
acredite que los ingresos corres-
pondientes al período compren-
dido entre el 1º de enero y el 31 de 
diciembre de 2020, o los ingresos 
proporcionados a dicho período 
si el ejercicio fuera menor a 12 
meses, no han superado las UI 
10.000.000, considerando la 
cotización vigente al 31 de 

diciembre de 2020.

IRAE mínimo:

En lo que respecta a la exonera-
ción del IRAE mínimo para los 
contribuyentes comprendidos, 
cuyos ingresos brutos sean 
menores a UI 915.000 en el ejerci-
cio anterior, que estén obligados 
a realizar pagos a cuenta de este 
impuesto, el Decreto establece 
que se podrá deducir de dicha 
obligación el monto exonerado 
por esta Ley. Asimismo, se escla-
rece que el importe correspon-
diente a la deducción, no podrá 
exceder el monto del pago a 
cuenta.

IP – Abatimiento:

El Poder Ejecutivo modificó el 
porcentaje máximo del abati-
miento del IP y su Sobretasa, de 
acuerdo a la siguiente escala:

Al respecto, deberá considerarse 
la cotización de la UI correspon-
diente al cierre del ejercicio.
Asimismo, se establece que esta 

Ingresos brutos UI Límite máximo 
de abatimientoDesde

- 915.000 50%

25%

1%

915.001 1.830.000

1.830.001

Hasta
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disposición rige exclusivamente 
en el primer cierre del ejercicio, a 
partir del 31 de diciembre de 
2020 inclusive.

Monotributo:

Aquellos monotributistas que 
hayan iniciado actividades a 
partir del 1º de enero del 2021, 
tributarán de acuerdo a la 
siguiente escala:

a) El 25% durante los primeros 12 
meses de actividad registrada

b) El 50% durante los segundos 12 
meses de actividad registrada

c) El 100% a partir de los terceros 
12 meses de actividad registrada

Asimismo, la Ley establece que 
no se podrá aplicar el régimen de 
tributación gradual, en la medida 
que exista otro beneficio tributa-
rio. En lo que respecta a la bonifi-
cación de hasta el 15% sobre las 
obligaciones jubilatorias patrona-
les, el contribuyente podrá optar, 
por el régimen gradual de tributa-
ción o por la aplicación de la 
citada bonificación.

Cabe destacar que la exoneración 
en cuestión, no será de aplicación 
cuando el contribuyente reinicie 
actividades.
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SOFTWARE: 
¿Cuál es el tratamiento 
fiscal de esta actividad?

La industria del Software, ha tenido un crecimiento exponencial en los 
últimos tiempos, y más aún con la llegada del COVID, lo que nos ha 
obligado a convivir en un mundo cada vez más digitalizado. 

Desde el año 2018, la actividad del software goza de exoneraciones en 
el IRAE como consecuencia de asumir nuestro país el compromiso de 
adaptarse a los estándares internacionales exigidos por la OCDE. 

Hasta ese entonces, la actividad del software (producción de soportes 
logísticos y los servicios vinculados a estos) estaba exonerada, siempre 
y cuando, fueran aprovechados íntegramente en el exterior. Debido a 
esa desigualdad tributaria, en la que la actividad tenía un tratamiento 
más beneficioso si la operación se realizaba con no residentes que si se 
realizaba con residentes,  es que se amplió la exoneración a las opera-
ciones realizadas con residentes. 

A la hora de realizar a ese tipo de actividades debemos hacernos las 
siguientes preguntas:

      • ¿Quiénes están comprendidos en la exoneración?

        Todas las entidades comprendidas en el apartado a) del artículo 
        3 del Título 4 1 , excepto las sociedades de hecho y civiles.

   • ¿Qué actividades están exoneradas y como aplica la 
          exoneración?

        

Las rentas a exonerar comprenden exclusivamente a las derivadas del 
arrendamiento, uso, cesión de uso o enajenación de bienes intangibles, 
y el monto a exonerar resultará de aplicar a las mencionadas rentas el 
siguiente cociente:

gastos y costos totales incurridos para desarrollar cada activo

gastos y costos directos incurridos para desarrollar cada activo*1,3

1) Investigación y desarrollo en las áreas de biotecnología y bioin-
formática, y de producción de soportes lógicos, siempre que los 
activos resultantes se encuentren amparados por la normativa de 
protección y registro de los derechos de propiedad intelectual.

Julio 2021

08



En el numerador se considerarán exclusivamente los gastos y costos 
directos incurridos por el desarrollador y los servicios contratados con 
partes no vinculadas, tanto residentes como no residentes, o con 
partes vinculadas residentes

En el denominador, los gastos y costos totales incurridos para desarro-
llar cada activo, los cuales comprenden los incluidos en el numerador 
sin considerar el incremento del 30%, así como los gastos y costos 
correspondientes a la concesión de uso o adquisición de derechos de 
propiedad intelectual, y los servicios contratados con partes vincula-
das no residentes.

Los gastos y costos son en términos contables por lo que no inciden la 
valuación fiscal de los mismos a la hora de determinar el coeficiente.

En caso que la empresa produzca más de un activo, habrá tantos 
coeficientes como activos registrados. Los gastos y costos a conside-
rar serán los incurridos desde la producción hasta el registro de cada 
producto.

A efectos fiscales, si bien el registro del producto es a nivel persona es 
decir a nombre del accionista o socio, la exoneración por el uso y 
explotación de la propiedad de los activos es atribuida exclusivamente 
a la empresa que desarrolló tales actividades. 

Estos servicios incluyen:

a. Los servicios de desarrollo de soportes lógicos para terceros, no 
registrados por el desarrollador, incluyendo la investigación, innova-
ción, análisis, diseño, construcción, homologación, adecuación y 
personalización (GAPs), y parametrización; y,

b. los siguientes servicios, vinculados a soportes lógicos desarrollados 
por el prestador o por terceros: implementación en el cliente, integra-
ción, soporte técnico, actualización y corrección de versiones, 
mantenimiento correctivo y evolutivo, conversión y migración de 
datos, pruebas y certificación de calidad, riesgo informático, seguri-
dad y capacitación. 

1ARTÍCULO 3º. Rentas empresariales.- Constituyen rentas empresariales:

A) Las obtenidas por los siguientes sujetos, cualesquiera sean los factores utilizados:

1. Las sociedades anónimas y las sociedades en comandita por acciones, aun las en formación, a partir de la fecha del acto de fundación o de la culmina-

ción de la transformación en su caso.

2. Las restantes sociedades comerciales reguladas por la Ley Nº 16.060, de 4 de setiembre de 1989, a partir de la fecha del acto de constitución o de la 

culminación de la transformación en su caso. Las sociedades de hecho se regularán por lo dispuesto en el numeral 8.

3. Las asociaciones agrarias, las sociedades agrarias y las sociedades civiles con objeto agrario.

4. Los establecimientos permanentes de entidades no residentes en la República.

5. Los entes autónomos y servicios descentralizados que integran el dominio industrial y comercial del Estado.

6. Los fondos de inversión cerrados de crédito.

7. Los fideicomisos, con excepción de los de garantía.

8. Las sociedades de hecho y las sociedades civiles. No estarán incluidas en este numeral las sociedades integradas exclusivamente por personas físicas 

residentes. Tampoco estarán incluidas las sociedades que perciban únicamente rentas puras de capital, integradas exclusivamente por personas físicas 

residentes y por entidades no residentes.

2) Servicios de investigación y desarrollo en las áreas de biotecno-
logía y bioinformática, desarrollo de soportes lógicos y los servi-
cios vinculados a los mismos.

La industria del 
Software, ha tenido 

un crecimiento 
exponencial en los 
últimos tiempos y 

más aún con la 
llegada del COVID, 

lo que nos ha 
obligado a convivir 
en un mundo cada 

vez más digitalizado. 09
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Si bien suena 
atractivo que la 
actividad del 
software goce de 
exoneraciones, 
desde el punto de 
vista del cliente 
puede no ser
atractivo y este 
podrá condicionar
el precio en 
función de si 
el producto se 
encuentra o 
no exonerado.

En cuanto a la capacitación, cuando refiera a soportes lógicos desarro-
llados por terceros, se requerirá que el prestador haya realizado en 
relación con dichos soportes algunos de los otros servicios menciona-
dos, y que la capacitación esté vinculada al resultado de la aplicación 
de tales servicios en el referido soporte lógico.

Estas rentas  estarán exoneradas en su totalidad siempre que la activi-
dad sea desarrollada por el sujeto pasivo en territorio nacional. A tales 
efectos, se considerará que el sujeto pasivo desarrolla sus actividades 
en territorio nacional cuando:

1. Emplee a tiempo completo recursos humanos en número acorde 
a los servicios prestados, calificados y remunerados adecuada-
mente; y

2. el monto de los gastos y costos directos incurridos en el país 
para la prestación de dichos servicios sea adecuado y exceda el 
50% del monto de los gastos y costos directos totales incurridos 
en el ejercicio para la prestación de los mismos.

Julio 2021

A diferencia de la actividad de la producción de soportes lógicos, en 
que se exonera en función de un coeficiente y este aplica a cada 
producto sin importar en que ejercicio se genere la renta, en el caso de 
servicios, la exoneración es 100% o 0% y el coeficiente de los gastos se 
analiza año a año aplicándose a la totalidad de los servicios, por lo que 
puede pasar que un mismo servicio se encuentre en un año exonerado 
100% y el próximo año no esté exonerado.

     • ¿Qué requisitos formales se deben cumplir?

En el caso de los activos, producción de soportes lógicos, se deberá 
presentar ante la Dirección General Impositiva una declaración jurada 
en la que se detallen:

    • Los activos: 
     - Número y fecha de registro, 
     - Identificación del socio o accionista que lo registró 

    • Determinación del coeficiente:
     - Gastos y costos incluidos en la determinación del coeficiente 
     - Declaración de no vinculación con prestadores no resientes
 
    • Importe de los ingresos exonerados 

En el caso de las rentas obtenidas por la prestación de servicios, al 
cierre de cada ejercicio deberán presentar una declaración jurada en la 
que consten los siguientes elementos:

     • número e importe total de dependientes que desarrollaron en terri-
torio nacional, en forma directa, tareas vinculadas a la prestación de los 
servicios, cantidad total de horas insumidas por las referidas tareas, e 
importe total de las remuneraciones abonadas a los mismos, en el 
ejercicio;

     • cantidad e importe total de horas contratadas con otros prestado-
res de servicios de la misma naturaleza, en territorio nacional, identifi-
cando a los prestadores y los importes abonados a cada uno de ellos 
en el ejercicio;
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   • cantidad total de horas contra-
tadas con otros prestadores de 
servicios de la misma naturaleza, 
en el exterior; identificando a los 
prestadores y los importes abo-
nados a cada uno de ellos en el 
ejercicio;

  • importe de los gastos y costos 
directos totales incurridos en el 
ejercicio, para la prestación de los 
servicios exonerados; y

  • monto del ingreso exonerado 
en el ejercicio.

Al documentar estas operaciones 
se deberá dejar constancia en la 
totalidad de la documentación el 
número del registro del activo 
correspondiente y el porcentaje 
de exoneración determinado para 
los activos o el monto exonerado 
para los servicios.

En caso de omitirse la formalidad 
antes mencionada, cae la exone-
ración para la totalidad de las 

rentas generadas en el ejercicio 
por el activo respectivo o, en su 
caso, la totalidad de las rentas 
generadas por servicios, por lo 
que estarán imposibilitadas de 
acceder a la misma, no pudiendo 
revertirse dicha situación hasta el 
ejercicio siguiente.

 • ¿Qué efectos fiscales tiene 
quien compra el activo o recibe 
el servicio?

Al incurrir en gastos con contribu-
yentes que tienen sus rentas 
exoneradas parcialmente, este 
gasto se podrá descontar en la 
proporción correspondiente a la 
renta no exonerada, es decir por 
la parte que el proveedor paga 
IRAE. 

A partir del 01/01/2019, para 
saber si los gastos son deduci-
bles, los proveedores de software 
deben incluir en sus facturas el 
coeficiente de exoneración. 

En lo que respecta a los servicios, 
no se tendrá certeza si podrá 
descontar el gasto o no, hasta la 
finalización del ejercicio del pres-
tador de servicios, debido que la 
exoneración se determina anali-
zando los gastos incurridos año a 
año, lo que puede llevar a condi-
cionar el precio del servicio.

En conclusión, si bien suena 
atractivo que la actividad del 
software goce de exoneraciones, 
desde el punto de vista del cliente 
puede no ser atractivo y este 
podrá condicionar el precio en 
función de si el producto se 
encuentra o no exonerado.  
A su vez, quien se dedique a estas 
actividades deberá ser muy 
minucioso en lo que respecta a la 
documentación de las operacio-
nes ya que una omisión hace caer 
el total de la exoneración del 
ejercicio para el producto en 
cuestión o para la totalidad de los 
servicios. 

11
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Exoneraciones a la Tributación 
en el Sector Inmobiliario

Julio 2021

El pasado mes de junio nuestra 
firma llevó adelante un Webinar 
(cuya presentación está a disposi-
ción en nuestra página web), 
sobre el cual queremos puntuali-
zar algunos conceptos:

a) Vivienda Promovida

A 10 años de la creación de la Ley 
VIS 18.795, corresponde señalar 
el fuerte impulso que tuvo desde 
abril del 2020 en adelante debido 
a:

 

En relación a los beneficios 
tributarios:
 
    Exoneración IRAE para venta de 
vivienda hasta 9 años después de 
culminada la obra.

  Exoneración del Impuesto al 
Patrimonio por obras en cons-

1) Eliminación de topes de 
precios de venta y de alquileres.

2)  Eliminación de la obligación 
que determinaba que al menos 
la mitad de las viviendas 
promovidas fueran de 2 dormi-
torios.

Incorporación de los 
monoambientes como vivien-
das promovidas en la medida 
que no superen el 25% de las 
unidades promovidas.

4)  No se requieren más permi-
sos especiales ante la ANV para 
programas de más de 100 
unidades.

5) Proyectos de más de 20 
unidades promovidos, deberán 
tener un salón de uso común de 
no menos de 35m².

trucción, desde el ejercicio que se 
presenta la solicitud a la ANV 
hasta el año que se terminen las 
obras.

Para las unidades terminadas 
hasta 3 años después:

Es importante aclarar que, en 
Montevideo hay zonas especiales 
para la construcción de vivienda 
nueva, así como reciclaje, refac-
ción o ampliación de vivienda 
para venta o arrendamiento.

En el interior cada intendencia 
indica en qué zona se puede 
construir vivienda promovida. 
Vale la pena aclarar que no se 
admiten alquileres por tempora-
das, sino alquileres permanentes, 
y no se puede construir vivienda 
promovida en los balnearios.

 Exoneración de IVA en la 
primera venta de Vivienda 
Promovida.

12        Exoneración de ITP al compra-
dor y vendedor, en la primera 
venta hasta 9 años después 
de terminada la obra.

      Exoneración de IRAE 100% 
por 9 años a los alquileres.
Se hace extensivo al Impuesto al 
Patrimonio  en la medida que la 
vivienda esté alquilada más de 6 
meses en el año.

      Estas exoneraciones también 
son aplicables a los comprado-
res de la vivienda.

    Devolución  de  IVA  costo de 
construcción  hasta  2 años luego 
de cerrada la obra.

    Exoneración de IVA en la 
importación de bienes destinados 
a ser incorporados a la obra

3)



Es importante aclarar 
que, en Montevideo 

hay zonas especiales 
para la construcción 

de vivienda nueva,
así como reciclaje, 

refacción o 
ampliación de 

vivienda para venta 
o arrendamiento.

En el interior cada 
intendencia indica en 

qué zona se puede 
construir vivienda 
promovida. No se 

admiten alquileres 
por temporadas, 

sino alquileres 
permanentes, y no se 

puede construir 
vivienda promovida 

en los balnearios.

El pasado mes de junio nuestra 
firma llevó adelante un Webinar 
(cuya presentación está a disposi-
ción en nuestra página web), 
sobre el cual queremos puntuali-
zar algunos conceptos:

a) Vivienda Promovida

A 10 años de la creación de la Ley 
VIS 18.795, corresponde señalar 
el fuerte impulso que tuvo desde 
abril del 2020 en adelante debido 
a:

 

En relación a los beneficios 
tributarios:
 
    Exoneración IRAE para venta de 
vivienda hasta 9 años después de 
culminada la obra.

  Exoneración del Impuesto al 
Patrimonio por obras en cons-

trucción, desde el ejercicio que se 
presenta la solicitud a la ANV 
hasta el año que se terminen las 
obras.

Para las unidades terminadas 
hasta 3 años después:

Es importante aclarar que, en 
Montevideo hay zonas especiales 
para la construcción de vivienda 
nueva, así como reciclaje, refac-
ción o ampliación de vivienda 
para venta o arrendamiento.

En el interior cada intendencia 
indica en qué zona se puede 
construir vivienda promovida. 
Vale la pena aclarar que no se 
admiten alquileres por tempora-
das, sino alquileres permanentes, 
y no se puede construir vivienda 
promovida en los balnearios.

b) Megaproyectos

Es para la construcción de vivien-
das u oficinas, sea para la venta o 
alquiler permanente o temporal. 
A diferencia de Vivienda Promo-
vida no es sólo para viviendas, 
puede haber locales comerciales 
al igual que en VIS pero no son 
promovidos.

Es de señalar que las exoneracio-
nes a diferencia de Vivienda 
Promovida, no rigen para los 
compradores que adquieren 
unidades para arrendar.

A pesar de las exoneraciones 
tributarias que desarrollaremos 
acto seguido, deben pagar el 10% 
del IVA a la primera venta del 
inmueble.

En función del volumen de la 
inversión, deben contar con ame-
nities de por lo menos un 5, 10, 15 
o 20% de acuerdo al decreto 
138/20 en relación a los metros 
catastrales de propiedad indivi-
dual de oficinas y viviendas.

El monto mínimo para calificar es 
de 20.000.000 de U.I equivalente 
a aprox. USD 2.200.000 de costo 
de construcción sin terreno y sin 
IVA.
 
Obras que estuviesen en cons-
trucción al 7/05/2020 y que 
tuviesen un costo para finalizar de 
más de USD 2.200.000, podrían 
aplicar también como Megapro-
yectos.

    En relación a los 
beneficios tributarios:

Las empresas cuyos proyectos de 
inversión hayan sido promovidos 
gozarán de una exoneración del 
IRAE hasta el 90% del impuesto 
devengado. Con una exoneración 
del IRAE del 5% para inversiones 
entre 20 millones de U.I y 40 
millones de U.I, un 10% cuando 
esté entre 40 y 60 millones de U.I, 
un 15% cuando la inversión sea 

hasta 120 millones de U.I y un 
20% cuando sea mayor.

      
    Exoneración de Patrimonio
Por terrenos y mejoras por 8 años 
en Montevideo y por 10 años en el 
interior del país y por el equipa-
miento de áreas comunes por 
toda la vida útil.

      Devolución del IVA – asociado 
a la obra civil (bienes y servicios) 
y al equipamiento de áreas comu-
nes mediante certificados de 
crédito. En algunos casos puede 
ser un tema financiero y en otros 
económico.

    Exoneración de tributos en la 
importación - de equipos, máqui-
nas y materiales destinados  a la 
obra civil y equipamiento de las 
áreas de uso común, importados 
directamente por la empresa 
promovida siempre que no sean 
competitivas con la industria 
nacional. 

Es a través de proyectos COMAP 
vinculados generalmente a una 
matriz para calificar.

Van a motivar de futuro un artícu-
lo al respecto y se trata de:

   Proyectos COMAP vinculados 
generalmente a una matriz:

     a) Oficinas y/o locales 
     para   alquilar, Shopping  Center
     b) Complejos turísticos y 
     hoteles
     c) Condo-hoteles
     d) Residenciales de ancianos
     e) Estacionamientos

      

       Continúa en siguiente página

c)      Otras exoneraciones  para 
proyectos inmobiliarios que 
no son ni Vivienda Promovida 
ni Megaproyectos
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Comentarios finales:

Es clara la importancia del sector 
inmobiliario para generar inversio-
nes y puestos de trabajo.
Por un lado, hoy ocupa más gente 
en materia laboral que lo que 
había pre pandemia, debido al 
impulso de las Viviendas Promovi-
das y los Megaproyectos.
Simplemente a modo de ilustrar 
este tema, en los primeros 4 
meses del año 2021 se presenta-
ron para ser promovidos en la 
ANV más del 90% de las solicitu-
des de promoción del año 2020, 
con lo cual es factible que se 
llegue a una cifra casi record en 
este año.

Qué falta hacer para incentivar la 
actividad de acá en adelante:

1) Megaproyectos:

No se podrán1 presentar después 
del 30/12/2021 y a mi juicio esto 
exige una prórroga inmediata 
pues, si alguien piensa comprar un 
terreno para presentar en Mega-
proyecto, posiblemente esté muy 
restringido en materia de tiempos 
para poder hacerlo y quizá no 
llegue la inversión. Los únicos 
perjudicados - además del propio 
promotor-, seremos todos si no se 
apuesta a generar más inversión y 
trabajo.

2) Regla Candado:

Esta regla dice que si uno compra 
un terreno a una persona física 
que paga IRPF, puede descontar 
solamente el 48% de esta inver-
sión como costo, lo que implica 
estar pagando rentas sobre una 
cifra que no es utilidad. Mediante 
distintos decretos se ha ido 
prorrogando anualmente para 
obras que tengan inicio de activi-
dad frente a BPS hasta el 
28/02/2022. El planteo es el 
siguiente: ¿en lugar de prorrogar-
lo anualmente por qué no sacar 
un decreto que se prorroga por lo 
menos hasta el 28/02/2025?

3) Fideicomisos:

Sobre este tema nos referiremos 
en un artículo específico, pero, 
debemos decir que cuando una 
persona se incorpora a un fideico-
miso al costo para la compra de 
un inmueble, después de escritu-
rado y cuando va a vender esa 
propiedad, ve que el costo del 
inmueble para el cálculo del IRPF 
es el valor real de catastro en 
lugar de la sumatoria de pagos 
que realizó. En mi opinión eso 
genera un IRPF distorsionado 
esto debería ser un tema a refor-
mular.2

Es esta una breve reseña de algu-
nos de los puntos  que hemos 
presentado en el reciente Webi-
nar y que reflejan las modalidades 
de promoción en la construcción 
y la normativa desde comienzos 
del 2020 hasta el día de hoy 
aplicable a esta temática.

Es clara la 
importancia del 
sector inmobiliario 
para generar 
inversiones y 
puestos de 
trabajo.
Hoy ocupa más 
gente en materia 
laboral que previo
a la pandemia, 
debido al impulso 
de las Viviendas 
Promovidas y los 
Megaproyectos.

Hoy día en un mundo globaliza-
do, los negocios trascienden las 
fronteras y ello conlleva adaptar-
se a las nuevas reglas de mercado 
y a las diferentes legislaciones 
fiscales de cada jurisdicción.
El precio de transferencia es el 
precio que pactan las “empresas 
vinculadas” para transferir, entre 
ellas, bienes, servicios o derechos, 
operaciones financieras, como 
ser intangibles, venta de empre-
sas, cesión de préstamos, entre 
otros. Mediante la aplicación de 
herramientas tecnológicas y 
bases de datos internacionales, 
se analizan si dichos precios 
fueron pactados como entre 
partes independientes, sin erosio-
nar la base imponible que deter-
mina la renta que efectivamente 
corresponde pagar por dicha 
transacción.

¿Todos los contribuyentes 
deben realizar y presentar 
ante DGI el Informe de 
Precios de Transferencia?

La pregunta que frecuentemente 
se realizan las compañías es si 
deben o no realizar el estudio y si 
se encuentran obligadas a 
presentarlo ante DGI. 

En el régimen actual,
¿quiénes deben realizar el estu-
dio de precios de transferencia? 

Aquellos sujetos pasivos del 
Impuesto a las Rentas de Activi-
dades Económicas (IRAE) que 
realicen operaciones con entida-
des vinculadas del exterior, con 
entidades de países de baja o 
nula tributación y/o con entida-
des ubicadas en exclaves aduane-
ros que se beneficien de regíme-
nes de baja o nula tributación. 
Quedan comprendidas también 
las operaciones que realicen los 

sujetos pasivos de IRAE con sus 
filiales extranjeras, sucursales, 
establecimientos permanentes u 
otro tipo de entidades no 
residentes vinculados a ellos.

Es relevante destacar que la 
normativa actual en Uruguay es 
muy amplia en el concepto de 
“empresas vinculadas”, no solo 
refiriéndose a empresas pertene-
cientes a un Grupo Multinacional, 
sino también a condiciones tales 
como distribuidores exclusivos, 
representantes, concesionarios, 
franquicias, que comúnmente se 
ven en la práctica y no se evalúan 
con detenimiento. Así como tam-
bién se establece una vinculación 
presunta al operar con entidades 
en exclaves como ser Zona 
Franca y/o con entidades situa-
das en países de baja o nula tribu-
tación (BONT). 

Asimismo, es importante desta-
car que los usuarios de Zona 
Franca quedan comprendidos en 
el régimen, aun sin tener la 
obligatoriedad expresa de 
presentar la documentación.
 

¿Todos los sujetos que se 
encuentren comprendidos 
en el régimen están 
obligados a presentar
la información ante DGI?

La respuesta es no. 

Estarán obligados a presentarlo, 
aquellos sujetos que realicen ope-
raciones comprendidas en el régi-
men, por un monto superior a las 
UI 50.000.000 (aprox. USD 5 
millones) en el período fiscal 
correspondiente y aquellos suje-
tos que hubiesen sido expresa-
mente notificados por la autori-
dad fiscal. 

¿Qué debe hacer la 
Compañía que está 
comprendida en el régimen, 
pero no está obligada a 
presentar la información?

Deberá igualmente conservar por 
el periodo de prescripción de los 
tributos, los comprobantes y justi-
ficativos de los Precios de Trans-
ferencia y de los criterios de com-
paración utilizados, a los efectos 
de demostrar y justificar la correc-
ta determinación de dichos 
precios, los montos de las contra-
prestaciones o los márgenes de 
ganancia declarados.
 
Si bien solamente determinados 
sujetos se encuentran obligados a 
presentar el Estudio, aquellos 
sujetos pasivos que no lo están, 
también deberán tener el Informe 
a disposición del fisco frente a 
eventuales inspecciones.

¿Cuáles son las sanciones 
que puede aplicar DGI?

Quienes incumplan los deberes 
formales establecidos en el marco 
del régimen, serán sancionados 
con multa por contravención que 
de acuerdo a la Ley de Rendición 
de Cuentas (Ley 18.996) será 
graduada en función de la grave-
dad del incumplimiento, pudiendo 
alcanzar sanciones fiscales muy 
gravosas (aprox. hasta USD 250.000) 
para la compañía.

Como consecuencia de lo ante-
rior, es de nuestro interés hacer 
hincapié en la relevancia de cum-
plir con las normas formales de 
documentación y con los deberes 
formales de Precios de Transfe-
rencia, evitando de este modo, 
sanciones fiscales gravosas a 
soportar por parte de las empre-
sas, frente a futuros reclamos del 
fisco.

Hay un certificado fiscal (Certifi-
cado Único) que se requiere para 
hacer negocios en Uruguay. El no   
cumplir con los requisitos forma-
les establecidos en el régimen de 
precios de transferencia, es una 

de las razones por los cuales la 
DGI podrá negar o al menos 
suspender el uso de dicho certifi-
cado. Sin dicho certificado fiscal, 
las empresas estarían en condicio-
nes en las que no podrían vender 
y / o importar bienes o realizar 
trámites ante entes públicos. Por 
tanto, la falta del certificado fiscal 
es altamente disruptivo desde el 
punto de vista empresarial. De 
esta forma, cumplir con los requi-
sitos formales establecidos en el 
régimen se ha vuelto muy impor-
tante para evitar dichas sancio-
nes.

Nuevas exigencias 

Informe país por país 
(CBCR) e informe maestro

Se establecen nuevas exigencias 
para los sujetos pasivos de IRAE 
que formen parte de un grupo 
multinacional de gran dimensión 
económica.

Quedarán sujetos a presentar el 
informe país por país, aquellos 
cuyos ingresos consolidados 
totales del grupo al cierre del 
ejercicio sean iguales o superiores 
a 750:000.000 (setecientos 
cincuenta millones de Euros). 

A los efectos de verificar el límite 
se tomarán en cuenta los ingresos 
consolidados del grupo corres-
pondientes al ejercicio anterior.

Estarán exceptuados cuando el 
mismo deba ser presentado por 
una entidad del grupo obligada a 
informar ante una administración 
tributaria de una jurisdicción con 
la que nuestro país tenga vigente 
un acuerdo de intercambio de 
información con autoridades 
competentes de Estados extranje-
ros y dicho informe pueda ser 
efectivamente intercambiado con 
la DGI.

Asimismo, la DGI podrá requerirle 
al sujeto pasivo de IRAE la presen-
tación de documentación relativa 
al informe maestro del grupo 
multinacional que integra.

Los contribuyentes deberán 
presentar las declaraciones 
juradas especiales correspondien-
tes al Informe País y al Informe 
Maestro dentro de los 12 meses 
siguientes al cierre del ejercicio de 
informe en los términos y condi-
ciones que determine la DGI.

La presente norma rige para 
ejercicios iniciados a partir del 1º 
de enero de 2017. 
Cabe destacar que aún no se ha 
reglamentado la presentación del 
Informe Maestro.

¿Cómo impacta la 
pandemia en políticas de 
Precios de Transferencia y 
que lineamientos ha 
dictado la OCDE?

El impacto del coronavirus 
(«COVID-19») a lo largo del 
tiempo ha sido bastante profun-
do, poniendo a prueba las infraes-
tructuras médicas, restricciones 
en los viajes, contacto social, 
conjuntamente con perturbacio-
nes inimaginables a nivel de la 
economía mundial.

Durante el período de la pande-
mia, muchas empresas se han 
enfrentado o siguen enfrentándo-
se a importantes limitaciones del 
flujo de efectivo, lo que les ha 
obligado a elaborar y aplicar 
nuevas estrategias. 

A su vez han experimentado gran-
des oscilaciones en la rentabili-
dad, tanto al alza como a la baja. 
Entidades de diversas industrias 
han enfrentado la interrupción de 
sus cadenas de suministro, inclui-
da la reducción de sus operacio-
nes y las correspondientes reduc-
ciones de la producción, y se han 
visto obligadas a cambiar la forma 
en que se llevan a cabo sus nego-
cios (por ejemplo, trabajando 
desde el hogar). 

En muchas jurisdicciones, las 
fábricas, minas, tiendas y restau-
rantes se han visto obligadas a 
cerrar, al menos temporalmente.
Se ha comprobado que el princi-
pio Arm´s length (principio de 

plena competencia) funciona 
eficazmente en la gran mayoría de 
los casos, y este enfoque basado 
en principios para evaluar los 
precios entre empresas es igual-
mente sólido para evaluar las tran-
sacciones controladas ante la 
pandemia de COVID-19. 
Sin embargo, las condiciones 
económicas únicas y casi sin 
precedentes derivadas del 
COVID-19 y las respuestas de los 
gobiernos a las mismas han dado 
lugar a desafíos prácticos para la 
aplicación del principio de plena 
competencia.
Estas Guías proporcionan la 
asistencia para los contribuyentes 
y para las administraciones tribu-
tarias a la hora de evaluar y admi-
nistrar la aplicación de las normas 
sobre precios de transferencia 
para los períodos afectados por la 
pandemia de COVID-19, siendo 
totalmente imprescindible que 
exista una coordinación interna-
cional.

Sin embargo, sería esperable que 
la Autoridad Fiscal Uruguaya tam-
bién exprese sus propios linea-
mientos dando mayor seguridad 
jurídica a los contribuyentes que 
quieren afrontar sus obligaciones 
tributarias de manera responsa-
ble.

A partir de esta crisis mundial 
sería esperable que se refuerce un 
sistema aceitado de acuerdos 
mutuos de solución de disputa de 
Precios de Transferencia, MAPs 
(por sus siglas en ingles “Mutual 
Agreement Procedure”), en el 
marco de que las Autoridades 
fiscales se pongan de acuerdo, así 
como de APAs, (por sus siglas en 
inglés «Advance Pricing Agree-
ments”). 
Si bien en Uruguay está previsto, 
pero poco aceitado, en otros 
países de Latinoamérica se ha 
avanzado con mayor celeridad.

Como reflexión final recomenda-
mos documentar y respaldar 
todos los acontecimientos y 
resultados derivados de la pande-
mia para contar con un análisis de 
respaldo y una documentación 
contemporánea adecuada, ya 
que, al momento de enfrentarse 
en una auditoría fiscal, no es 
suficiente narrar los hechos sino 
también demostrar, explicar y 
aclarar a través de los números.

Por lo tanto, recabar toda esa 
información del pasado puede 
resultar realmente complejo, 
engorroso y costoso para los 
contribuyentes.
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1 A la fecha de salida de este ejemplar el gobierno promovió un decreto, a través del cual se prorrogó el plazo para la presentación de Megaproyectos 

hasta 30/12/22. Se mantiene que el periodo de inversiones no exceda al 30/04/25.
2 A la fecha de salida de este ejemplar el gobierno promovió un decreto, por el cual subsanó esta situación.
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Hoy día en un mundo globaliza-
do, los negocios trascienden las 
fronteras y ello conlleva adaptar-
se a las nuevas reglas de mercado 
y a las diferentes legislaciones 
fiscales de cada jurisdicción.
El precio de transferencia es el 
precio que pactan las “empresas 
vinculadas” para transferir, entre 
ellas, bienes, servicios o derechos, 
operaciones financieras, como 
ser intangibles, venta de empre-
sas, cesión de préstamos, entre 
otros. Mediante la aplicación de 
herramientas tecnológicas y 
bases de datos internacionales, 
se analizan si dichos precios 
fueron pactados como entre 
partes independientes, sin erosio-
nar la base imponible que deter-
mina la renta que efectivamente 
corresponde pagar por dicha 
transacción.

¿Todos los contribuyentes 
deben realizar y presentar 
ante DGI el Informe de 
Precios de Transferencia?

La pregunta que frecuentemente 
se realizan las compañías es si 
deben o no realizar el estudio y si 
se encuentran obligadas a 
presentarlo ante DGI. 

En el régimen actual,
¿quiénes deben realizar el estu-
dio de precios de transferencia? 

Aquellos sujetos pasivos del 
Impuesto a las Rentas de Activi-
dades Económicas (IRAE) que 
realicen operaciones con entida-
des vinculadas del exterior, con 
entidades de países de baja o 
nula tributación y/o con entida-
des ubicadas en exclaves aduane-
ros que se beneficien de regíme-
nes de baja o nula tributación. 
Quedan comprendidas también 
las operaciones que realicen los 

sujetos pasivos de IRAE con sus 
filiales extranjeras, sucursales, 
establecimientos permanentes u 
otro tipo de entidades no 
residentes vinculados a ellos.

Es relevante destacar que la 
normativa actual en Uruguay es 
muy amplia en el concepto de 
“empresas vinculadas”, no solo 
refiriéndose a empresas pertene-
cientes a un Grupo Multinacional, 
sino también a condiciones tales 
como distribuidores exclusivos, 
representantes, concesionarios, 
franquicias, que comúnmente se 
ven en la práctica y no se evalúan 
con detenimiento. Así como tam-
bién se establece una vinculación 
presunta al operar con entidades 
en exclaves como ser Zona 
Franca y/o con entidades situa-
das en países de baja o nula tribu-
tación (BONT). 

Asimismo, es importante desta-
car que los usuarios de Zona 
Franca quedan comprendidos en 
el régimen, aun sin tener la 
obligatoriedad expresa de 
presentar la documentación.
 

¿Todos los sujetos que se 
encuentren comprendidos 
en el régimen están 
obligados a presentar
la información ante DGI?

La respuesta es no. 

Estarán obligados a presentarlo, 
aquellos sujetos que realicen ope-
raciones comprendidas en el régi-
men, por un monto superior a las 
UI 50.000.000 (aprox. USD 5 
millones) en el período fiscal 
correspondiente y aquellos suje-
tos que hubiesen sido expresa-
mente notificados por la autori-
dad fiscal. 

¿Qué debe hacer la 
Compañía que está 
comprendida en el régimen, 
pero no está obligada a 
presentar la información?

Deberá igualmente conservar por 
el periodo de prescripción de los 
tributos, los comprobantes y justi-
ficativos de los Precios de Trans-
ferencia y de los criterios de com-
paración utilizados, a los efectos 
de demostrar y justificar la correc-
ta determinación de dichos 
precios, los montos de las contra-
prestaciones o los márgenes de 
ganancia declarados.
 
Si bien solamente determinados 
sujetos se encuentran obligados a 
presentar el Estudio, aquellos 
sujetos pasivos que no lo están, 
también deberán tener el Informe 
a disposición del fisco frente a 
eventuales inspecciones.

¿Cuáles son las sanciones 
que puede aplicar DGI?

Quienes incumplan los deberes 
formales establecidos en el marco 
del régimen, serán sancionados 
con multa por contravención que 
de acuerdo a la Ley de Rendición 
de Cuentas (Ley 18.996) será 
graduada en función de la grave-
dad del incumplimiento, pudiendo 
alcanzar sanciones fiscales muy 
gravosas (aprox. hasta USD 250.000) 
para la compañía.

Como consecuencia de lo ante-
rior, es de nuestro interés hacer 
hincapié en la relevancia de cum-
plir con las normas formales de 
documentación y con los deberes 
formales de Precios de Transfe-
rencia, evitando de este modo, 
sanciones fiscales gravosas a 
soportar por parte de las empre-
sas, frente a futuros reclamos del 
fisco.

Hay un certificado fiscal (Certifi-
cado Único) que se requiere para 
hacer negocios en Uruguay. El no   
cumplir con los requisitos forma-
les establecidos en el régimen de 
precios de transferencia, es una 

de las razones por los cuales la 
DGI podrá negar o al menos 
suspender el uso de dicho certifi-
cado. Sin dicho certificado fiscal, 
las empresas estarían en condicio-
nes en las que no podrían vender 
y / o importar bienes o realizar 
trámites ante entes públicos. Por 
tanto, la falta del certificado fiscal 
es altamente disruptivo desde el 
punto de vista empresarial. De 
esta forma, cumplir con los requi-
sitos formales establecidos en el 
régimen se ha vuelto muy impor-
tante para evitar dichas sancio-
nes.

Nuevas exigencias 

Informe país por país 
(CBCR) e informe maestro

Se establecen nuevas exigencias 
para los sujetos pasivos de IRAE 
que formen parte de un grupo 
multinacional de gran dimensión 
económica.

Quedarán sujetos a presentar el 
informe país por país, aquellos 
cuyos ingresos consolidados 
totales del grupo al cierre del 
ejercicio sean iguales o superiores 
a 750:000.000 (setecientos 
cincuenta millones de Euros). 

A los efectos de verificar el límite 
se tomarán en cuenta los ingresos 
consolidados del grupo corres-
pondientes al ejercicio anterior.

Estarán exceptuados cuando el 
mismo deba ser presentado por 
una entidad del grupo obligada a 
informar ante una administración 
tributaria de una jurisdicción con 
la que nuestro país tenga vigente 
un acuerdo de intercambio de 
información con autoridades 
competentes de Estados extranje-
ros y dicho informe pueda ser 
efectivamente intercambiado con 
la DGI.

Asimismo, la DGI podrá requerirle 
al sujeto pasivo de IRAE la presen-
tación de documentación relativa 
al informe maestro del grupo 
multinacional que integra.

Los contribuyentes deberán 
presentar las declaraciones 
juradas especiales correspondien-
tes al Informe País y al Informe 
Maestro dentro de los 12 meses 
siguientes al cierre del ejercicio de 
informe en los términos y condi-
ciones que determine la DGI.

La presente norma rige para 
ejercicios iniciados a partir del 1º 
de enero de 2017. 
Cabe destacar que aún no se ha 
reglamentado la presentación del 
Informe Maestro.

¿Cómo impacta la 
pandemia en políticas de 
Precios de Transferencia y 
que lineamientos ha 
dictado la OCDE?

El impacto del coronavirus 
(«COVID-19») a lo largo del 
tiempo ha sido bastante profun-
do, poniendo a prueba las infraes-
tructuras médicas, restricciones 
en los viajes, contacto social, 
conjuntamente con perturbacio-
nes inimaginables a nivel de la 
economía mundial.

Durante el período de la pande-
mia, muchas empresas se han 
enfrentado o siguen enfrentándo-
se a importantes limitaciones del 
flujo de efectivo, lo que les ha 
obligado a elaborar y aplicar 
nuevas estrategias. 

A su vez han experimentado gran-
des oscilaciones en la rentabili-
dad, tanto al alza como a la baja. 
Entidades de diversas industrias 
han enfrentado la interrupción de 
sus cadenas de suministro, inclui-
da la reducción de sus operacio-
nes y las correspondientes reduc-
ciones de la producción, y se han 
visto obligadas a cambiar la forma 
en que se llevan a cabo sus nego-
cios (por ejemplo, trabajando 
desde el hogar). 

En muchas jurisdicciones, las 
fábricas, minas, tiendas y restau-
rantes se han visto obligadas a 
cerrar, al menos temporalmente.
Se ha comprobado que el princi-
pio Arm´s length (principio de 

plena competencia) funciona 
eficazmente en la gran mayoría de 
los casos, y este enfoque basado 
en principios para evaluar los 
precios entre empresas es igual-
mente sólido para evaluar las tran-
sacciones controladas ante la 
pandemia de COVID-19. 
Sin embargo, las condiciones 
económicas únicas y casi sin 
precedentes derivadas del 
COVID-19 y las respuestas de los 
gobiernos a las mismas han dado 
lugar a desafíos prácticos para la 
aplicación del principio de plena 
competencia.
Estas Guías proporcionan la 
asistencia para los contribuyentes 
y para las administraciones tribu-
tarias a la hora de evaluar y admi-
nistrar la aplicación de las normas 
sobre precios de transferencia 
para los períodos afectados por la 
pandemia de COVID-19, siendo 
totalmente imprescindible que 
exista una coordinación interna-
cional.

Sin embargo, sería esperable que 
la Autoridad Fiscal Uruguaya tam-
bién exprese sus propios linea-
mientos dando mayor seguridad 
jurídica a los contribuyentes que 
quieren afrontar sus obligaciones 
tributarias de manera responsa-
ble.

A partir de esta crisis mundial 
sería esperable que se refuerce un 
sistema aceitado de acuerdos 
mutuos de solución de disputa de 
Precios de Transferencia, MAPs 
(por sus siglas en ingles “Mutual 
Agreement Procedure”), en el 
marco de que las Autoridades 
fiscales se pongan de acuerdo, así 
como de APAs, (por sus siglas en 
inglés «Advance Pricing Agree-
ments”). 
Si bien en Uruguay está previsto, 
pero poco aceitado, en otros 
países de Latinoamérica se ha 
avanzado con mayor celeridad.

Como reflexión final recomenda-
mos documentar y respaldar 
todos los acontecimientos y 
resultados derivados de la pande-
mia para contar con un análisis de 
respaldo y una documentación 
contemporánea adecuada, ya 
que, al momento de enfrentarse 
en una auditoría fiscal, no es 
suficiente narrar los hechos sino 
también demostrar, explicar y 
aclarar a través de los números.

Por lo tanto, recabar toda esa 
información del pasado puede 
resultar realmente complejo, 
engorroso y costoso para los 
contribuyentes.
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Hoy día en un mundo globaliza-
do, los negocios trascienden las 
fronteras y ello conlleva adaptar-
se a las nuevas reglas de mercado 
y a las diferentes legislaciones 
fiscales de cada jurisdicción.
El precio de transferencia es el 
precio que pactan las “empresas 
vinculadas” para transferir, entre 
ellas, bienes, servicios o derechos, 
operaciones financieras, como 
ser intangibles, venta de empre-
sas, cesión de préstamos, entre 
otros. Mediante la aplicación de 
herramientas tecnológicas y 
bases de datos internacionales, 
se analizan si dichos precios 
fueron pactados como entre 
partes independientes, sin erosio-
nar la base imponible que deter-
mina la renta que efectivamente 
corresponde pagar por dicha 
transacción.

¿Todos los contribuyentes 
deben realizar y presentar 
ante DGI el Informe de 
Precios de Transferencia?

La pregunta que frecuentemente 
se realizan las compañías es si 
deben o no realizar el estudio y si 
se encuentran obligadas a 
presentarlo ante DGI. 

En el régimen actual,
¿quiénes deben realizar el estu-
dio de precios de transferencia? 

Aquellos sujetos pasivos del 
Impuesto a las Rentas de Activi-
dades Económicas (IRAE) que 
realicen operaciones con entida-
des vinculadas del exterior, con 
entidades de países de baja o 
nula tributación y/o con entida-
des ubicadas en exclaves aduane-
ros que se beneficien de regíme-
nes de baja o nula tributación. 
Quedan comprendidas también 
las operaciones que realicen los 

sujetos pasivos de IRAE con sus 
filiales extranjeras, sucursales, 
establecimientos permanentes u 
otro tipo de entidades no 
residentes vinculados a ellos.

Es relevante destacar que la 
normativa actual en Uruguay es 
muy amplia en el concepto de 
“empresas vinculadas”, no solo 
refiriéndose a empresas pertene-
cientes a un Grupo Multinacional, 
sino también a condiciones tales 
como distribuidores exclusivos, 
representantes, concesionarios, 
franquicias, que comúnmente se 
ven en la práctica y no se evalúan 
con detenimiento. Así como tam-
bién se establece una vinculación 
presunta al operar con entidades 
en exclaves como ser Zona 
Franca y/o con entidades situa-
das en países de baja o nula tribu-
tación (BONT). 

Asimismo, es importante desta-
car que los usuarios de Zona 
Franca quedan comprendidos en 
el régimen, aun sin tener la 
obligatoriedad expresa de 
presentar la documentación.
 

¿Todos los sujetos que se 
encuentren comprendidos 
en el régimen están 
obligados a presentar
la información ante DGI?

La respuesta es no. 

Estarán obligados a presentarlo, 
aquellos sujetos que realicen ope-
raciones comprendidas en el régi-
men, por un monto superior a las 
UI 50.000.000 (aprox. USD 5 
millones) en el período fiscal 
correspondiente y aquellos suje-
tos que hubiesen sido expresa-
mente notificados por la autori-
dad fiscal. 

¿Qué debe hacer la 
Compañía que está 
comprendida en el régimen, 
pero no está obligada a 
presentar la información?

Deberá igualmente conservar por 
el periodo de prescripción de los 
tributos, los comprobantes y justi-
ficativos de los Precios de Trans-
ferencia y de los criterios de com-
paración utilizados, a los efectos 
de demostrar y justificar la correc-
ta determinación de dichos 
precios, los montos de las contra-
prestaciones o los márgenes de 
ganancia declarados.
 
Si bien solamente determinados 
sujetos se encuentran obligados a 
presentar el Estudio, aquellos 
sujetos pasivos que no lo están, 
también deberán tener el Informe 
a disposición del fisco frente a 
eventuales inspecciones.

¿Cuáles son las sanciones 
que puede aplicar DGI?

Quienes incumplan los deberes 
formales establecidos en el marco 
del régimen, serán sancionados 
con multa por contravención que 
de acuerdo a la Ley de Rendición 
de Cuentas (Ley 18.996) será 
graduada en función de la grave-
dad del incumplimiento, pudiendo 
alcanzar sanciones fiscales muy 
gravosas (aprox. hasta USD 250.000) 
para la compañía.

Como consecuencia de lo ante-
rior, es de nuestro interés hacer 
hincapié en la relevancia de cum-
plir con las normas formales de 
documentación y con los deberes 
formales de Precios de Transfe-
rencia, evitando de este modo, 
sanciones fiscales gravosas a 
soportar por parte de las empre-
sas, frente a futuros reclamos del 
fisco.

Hay un certificado fiscal (Certifi-
cado Único) que se requiere para 
hacer negocios en Uruguay. El no   
cumplir con los requisitos forma-
les establecidos en el régimen de 
precios de transferencia, es una 

de las razones por los cuales la 
DGI podrá negar o al menos 
suspender el uso de dicho certifi-
cado. Sin dicho certificado fiscal, 
las empresas estarían en condicio-
nes en las que no podrían vender 
y / o importar bienes o realizar 
trámites ante entes públicos. Por 
tanto, la falta del certificado fiscal 
es altamente disruptivo desde el 
punto de vista empresarial. De 
esta forma, cumplir con los requi-
sitos formales establecidos en el 
régimen se ha vuelto muy impor-
tante para evitar dichas sancio-
nes.

Nuevas exigencias 

Informe país por país 
(CBCR) e informe maestro

Se establecen nuevas exigencias 
para los sujetos pasivos de IRAE 
que formen parte de un grupo 
multinacional de gran dimensión 
económica.

Quedarán sujetos a presentar el 
informe país por país, aquellos 
cuyos ingresos consolidados 
totales del grupo al cierre del 
ejercicio sean iguales o superiores 
a 750:000.000 (setecientos 
cincuenta millones de Euros). 

A los efectos de verificar el límite 
se tomarán en cuenta los ingresos 
consolidados del grupo corres-
pondientes al ejercicio anterior.

Estarán exceptuados cuando el 
mismo deba ser presentado por 
una entidad del grupo obligada a 
informar ante una administración 
tributaria de una jurisdicción con 
la que nuestro país tenga vigente 
un acuerdo de intercambio de 
información con autoridades 
competentes de Estados extranje-
ros y dicho informe pueda ser 
efectivamente intercambiado con 
la DGI.

Asimismo, la DGI podrá requerirle 
al sujeto pasivo de IRAE la presen-
tación de documentación relativa 
al informe maestro del grupo 
multinacional que integra.

Los contribuyentes deberán 
presentar las declaraciones 
juradas especiales correspondien-
tes al Informe País y al Informe 
Maestro dentro de los 12 meses 
siguientes al cierre del ejercicio de 
informe en los términos y condi-
ciones que determine la DGI.

La presente norma rige para 
ejercicios iniciados a partir del 1º 
de enero de 2017. 
Cabe destacar que aún no se ha 
reglamentado la presentación del 
Informe Maestro.

¿Cómo impacta la 
pandemia en políticas de 
Precios de Transferencia y 
que lineamientos ha 
dictado la OCDE?

El impacto del coronavirus 
(«COVID-19») a lo largo del 
tiempo ha sido bastante profun-
do, poniendo a prueba las infraes-
tructuras médicas, restricciones 
en los viajes, contacto social, 
conjuntamente con perturbacio-
nes inimaginables a nivel de la 
economía mundial.

Durante el período de la pande-
mia, muchas empresas se han 
enfrentado o siguen enfrentándo-
se a importantes limitaciones del 
flujo de efectivo, lo que les ha 
obligado a elaborar y aplicar 
nuevas estrategias. 

A su vez han experimentado gran-
des oscilaciones en la rentabili-
dad, tanto al alza como a la baja. 
Entidades de diversas industrias 
han enfrentado la interrupción de 
sus cadenas de suministro, inclui-
da la reducción de sus operacio-
nes y las correspondientes reduc-
ciones de la producción, y se han 
visto obligadas a cambiar la forma 
en que se llevan a cabo sus nego-
cios (por ejemplo, trabajando 
desde el hogar). 

En muchas jurisdicciones, las 
fábricas, minas, tiendas y restau-
rantes se han visto obligadas a 
cerrar, al menos temporalmente.
Se ha comprobado que el princi-
pio Arm´s length (principio de 

plena competencia) funciona 
eficazmente en la gran mayoría de 
los casos, y este enfoque basado 
en principios para evaluar los 
precios entre empresas es igual-
mente sólido para evaluar las tran-
sacciones controladas ante la 
pandemia de COVID-19. 
Sin embargo, las condiciones 
económicas únicas y casi sin 
precedentes derivadas del 
COVID-19 y las respuestas de los 
gobiernos a las mismas han dado 
lugar a desafíos prácticos para la 
aplicación del principio de plena 
competencia.
Estas Guías proporcionan la 
asistencia para los contribuyentes 
y para las administraciones tribu-
tarias a la hora de evaluar y admi-
nistrar la aplicación de las normas 
sobre precios de transferencia 
para los períodos afectados por la 
pandemia de COVID-19, siendo 
totalmente imprescindible que 
exista una coordinación interna-
cional.

Sin embargo, sería esperable que 
la Autoridad Fiscal Uruguaya tam-
bién exprese sus propios linea-
mientos dando mayor seguridad 
jurídica a los contribuyentes que 
quieren afrontar sus obligaciones 
tributarias de manera responsa-
ble.

A partir de esta crisis mundial 
sería esperable que se refuerce un 
sistema aceitado de acuerdos 
mutuos de solución de disputa de 
Precios de Transferencia, MAPs 
(por sus siglas en ingles “Mutual 
Agreement Procedure”), en el 
marco de que las Autoridades 
fiscales se pongan de acuerdo, así 
como de APAs, (por sus siglas en 
inglés «Advance Pricing Agree-
ments”). 
Si bien en Uruguay está previsto, 
pero poco aceitado, en otros 
países de Latinoamérica se ha 
avanzado con mayor celeridad.

Como reflexión final recomenda-
mos documentar y respaldar 
todos los acontecimientos y 
resultados derivados de la pande-
mia para contar con un análisis de 
respaldo y una documentación 
contemporánea adecuada, ya 
que, al momento de enfrentarse 
en una auditoría fiscal, no es 
suficiente narrar los hechos sino 
también demostrar, explicar y 
aclarar a través de los números.

Por lo tanto, recabar toda esa 
información del pasado puede 
resultar realmente complejo, 
engorroso y costoso para los 
contribuyentes.
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Hoy día en un mundo globaliza-
do, los negocios trascienden las 
fronteras y ello conlleva adaptar-
se a las nuevas reglas de mercado 
y a las diferentes legislaciones 
fiscales de cada jurisdicción.
El precio de transferencia es el 
precio que pactan las “empresas 
vinculadas” para transferir, entre 
ellas, bienes, servicios o derechos, 
operaciones financieras, como 
ser intangibles, venta de empre-
sas, cesión de préstamos, entre 
otros. Mediante la aplicación de 
herramientas tecnológicas y 
bases de datos internacionales, 
se analizan si dichos precios 
fueron pactados como entre 
partes independientes, sin erosio-
nar la base imponible que deter-
mina la renta que efectivamente 
corresponde pagar por dicha 
transacción.

¿Todos los contribuyentes 
deben realizar y presentar 
ante DGI el Informe de 
Precios de Transferencia?

La pregunta que frecuentemente 
se realizan las compañías es si 
deben o no realizar el estudio y si 
se encuentran obligadas a 
presentarlo ante DGI. 

En el régimen actual,
¿quiénes deben realizar el estu-
dio de precios de transferencia? 

Aquellos sujetos pasivos del 
Impuesto a las Rentas de Activi-
dades Económicas (IRAE) que 
realicen operaciones con entida-
des vinculadas del exterior, con 
entidades de países de baja o 
nula tributación y/o con entida-
des ubicadas en exclaves aduane-
ros que se beneficien de regíme-
nes de baja o nula tributación. 
Quedan comprendidas también 
las operaciones que realicen los 

sujetos pasivos de IRAE con sus 
filiales extranjeras, sucursales, 
establecimientos permanentes u 
otro tipo de entidades no 
residentes vinculados a ellos.

Es relevante destacar que la 
normativa actual en Uruguay es 
muy amplia en el concepto de 
“empresas vinculadas”, no solo 
refiriéndose a empresas pertene-
cientes a un Grupo Multinacional, 
sino también a condiciones tales 
como distribuidores exclusivos, 
representantes, concesionarios, 
franquicias, que comúnmente se 
ven en la práctica y no se evalúan 
con detenimiento. Así como tam-
bién se establece una vinculación 
presunta al operar con entidades 
en exclaves como ser Zona 
Franca y/o con entidades situa-
das en países de baja o nula tribu-
tación (BONT). 

Asimismo, es importante desta-
car que los usuarios de Zona 
Franca quedan comprendidos en 
el régimen, aun sin tener la 
obligatoriedad expresa de 
presentar la documentación.
 

¿Todos los sujetos que se 
encuentren comprendidos 
en el régimen están 
obligados a presentar
la información ante DGI?

La respuesta es no. 

Estarán obligados a presentarlo, 
aquellos sujetos que realicen ope-
raciones comprendidas en el régi-
men, por un monto superior a las 
UI 50.000.000 (aprox. USD 5 
millones) en el período fiscal 
correspondiente y aquellos suje-
tos que hubiesen sido expresa-
mente notificados por la autori-
dad fiscal. 

¿Qué debe hacer la 
Compañía que está 
comprendida en el régimen, 
pero no está obligada a 
presentar la información?

Deberá igualmente conservar por 
el periodo de prescripción de los 
tributos, los comprobantes y justi-
ficativos de los Precios de Trans-
ferencia y de los criterios de com-
paración utilizados, a los efectos 
de demostrar y justificar la correc-
ta determinación de dichos 
precios, los montos de las contra-
prestaciones o los márgenes de 
ganancia declarados.
 
Si bien solamente determinados 
sujetos se encuentran obligados a 
presentar el Estudio, aquellos 
sujetos pasivos que no lo están, 
también deberán tener el Informe 
a disposición del fisco frente a 
eventuales inspecciones.

¿Cuáles son las sanciones 
que puede aplicar DGI?

Quienes incumplan los deberes 
formales establecidos en el marco 
del régimen, serán sancionados 
con multa por contravención que 
de acuerdo a la Ley de Rendición 
de Cuentas (Ley 18.996) será 
graduada en función de la grave-
dad del incumplimiento, pudiendo 
alcanzar sanciones fiscales muy 
gravosas (aprox. hasta USD 250.000) 
para la compañía.

Como consecuencia de lo ante-
rior, es de nuestro interés hacer 
hincapié en la relevancia de cum-
plir con las normas formales de 
documentación y con los deberes 
formales de Precios de Transfe-
rencia, evitando de este modo, 
sanciones fiscales gravosas a 
soportar por parte de las empre-
sas, frente a futuros reclamos del 
fisco.

Hay un certificado fiscal (Certifi-
cado Único) que se requiere para 
hacer negocios en Uruguay. El no   
cumplir con los requisitos forma-
les establecidos en el régimen de 
precios de transferencia, es una 

de las razones por los cuales la 
DGI podrá negar o al menos 
suspender el uso de dicho certifi-
cado. Sin dicho certificado fiscal, 
las empresas estarían en condicio-
nes en las que no podrían vender 
y / o importar bienes o realizar 
trámites ante entes públicos. Por 
tanto, la falta del certificado fiscal 
es altamente disruptivo desde el 
punto de vista empresarial. De 
esta forma, cumplir con los requi-
sitos formales establecidos en el 
régimen se ha vuelto muy impor-
tante para evitar dichas sancio-
nes.

Nuevas exigencias 

Informe país por país 
(CBCR) e informe maestro

Se establecen nuevas exigencias 
para los sujetos pasivos de IRAE 
que formen parte de un grupo 
multinacional de gran dimensión 
económica.

Quedarán sujetos a presentar el 
informe país por país, aquellos 
cuyos ingresos consolidados 
totales del grupo al cierre del 
ejercicio sean iguales o superiores 
a 750:000.000 (setecientos 
cincuenta millones de Euros). 

A los efectos de verificar el límite 
se tomarán en cuenta los ingresos 
consolidados del grupo corres-
pondientes al ejercicio anterior.

Estarán exceptuados cuando el 
mismo deba ser presentado por 
una entidad del grupo obligada a 
informar ante una administración 
tributaria de una jurisdicción con 
la que nuestro país tenga vigente 
un acuerdo de intercambio de 
información con autoridades 
competentes de Estados extranje-
ros y dicho informe pueda ser 
efectivamente intercambiado con 
la DGI.

Asimismo, la DGI podrá requerirle 
al sujeto pasivo de IRAE la presen-
tación de documentación relativa 
al informe maestro del grupo 
multinacional que integra.

Los contribuyentes deberán 
presentar las declaraciones 
juradas especiales correspondien-
tes al Informe País y al Informe 
Maestro dentro de los 12 meses 
siguientes al cierre del ejercicio de 
informe en los términos y condi-
ciones que determine la DGI.

La presente norma rige para 
ejercicios iniciados a partir del 1º 
de enero de 2017. 
Cabe destacar que aún no se ha 
reglamentado la presentación del 
Informe Maestro.

¿Cómo impacta la 
pandemia en políticas de 
Precios de Transferencia y 
que lineamientos ha 
dictado la OCDE?

El impacto del coronavirus 
(«COVID-19») a lo largo del 
tiempo ha sido bastante profun-
do, poniendo a prueba las infraes-
tructuras médicas, restricciones 
en los viajes, contacto social, 
conjuntamente con perturbacio-
nes inimaginables a nivel de la 
economía mundial.

Durante el período de la pande-
mia, muchas empresas se han 
enfrentado o siguen enfrentándo-
se a importantes limitaciones del 
flujo de efectivo, lo que les ha 
obligado a elaborar y aplicar 
nuevas estrategias. 

A su vez han experimentado gran-
des oscilaciones en la rentabili-
dad, tanto al alza como a la baja. 
Entidades de diversas industrias 
han enfrentado la interrupción de 
sus cadenas de suministro, inclui-
da la reducción de sus operacio-
nes y las correspondientes reduc-
ciones de la producción, y se han 
visto obligadas a cambiar la forma 
en que se llevan a cabo sus nego-
cios (por ejemplo, trabajando 
desde el hogar). 

En muchas jurisdicciones, las 
fábricas, minas, tiendas y restau-
rantes se han visto obligadas a 
cerrar, al menos temporalmente.
Se ha comprobado que el princi-
pio Arm´s length (principio de 

plena competencia) funciona 
eficazmente en la gran mayoría de 
los casos, y este enfoque basado 
en principios para evaluar los 
precios entre empresas es igual-
mente sólido para evaluar las tran-
sacciones controladas ante la 
pandemia de COVID-19. 
Sin embargo, las condiciones 
económicas únicas y casi sin 
precedentes derivadas del 
COVID-19 y las respuestas de los 
gobiernos a las mismas han dado 
lugar a desafíos prácticos para la 
aplicación del principio de plena 
competencia.
Estas Guías proporcionan la 
asistencia para los contribuyentes 
y para las administraciones tribu-
tarias a la hora de evaluar y admi-
nistrar la aplicación de las normas 
sobre precios de transferencia 
para los períodos afectados por la 
pandemia de COVID-19, siendo 
totalmente imprescindible que 
exista una coordinación interna-
cional.

Sin embargo, sería esperable que 
la Autoridad Fiscal Uruguaya tam-
bién exprese sus propios linea-
mientos dando mayor seguridad 
jurídica a los contribuyentes que 
quieren afrontar sus obligaciones 
tributarias de manera responsa-
ble.

A partir de esta crisis mundial 
sería esperable que se refuerce un 
sistema aceitado de acuerdos 
mutuos de solución de disputa de 
Precios de Transferencia, MAPs 
(por sus siglas en ingles “Mutual 
Agreement Procedure”), en el 
marco de que las Autoridades 
fiscales se pongan de acuerdo, así 
como de APAs, (por sus siglas en 
inglés «Advance Pricing Agree-
ments”). 
Si bien en Uruguay está previsto, 
pero poco aceitado, en otros 
países de Latinoamérica se ha 
avanzado con mayor celeridad.

Como reflexión final recomenda-
mos documentar y respaldar 
todos los acontecimientos y 
resultados derivados de la pande-
mia para contar con un análisis de 
respaldo y una documentación 
contemporánea adecuada, ya 
que, al momento de enfrentarse 
en una auditoría fiscal, no es 
suficiente narrar los hechos sino 
también demostrar, explicar y 
aclarar a través de los números.

Por lo tanto, recabar toda esa 
información del pasado puede 
resultar realmente complejo, 
engorroso y costoso para los 
contribuyentes.

Durante el período 
de la pandemia, 

muchas empresas 
se han enfrentado 

o siguen 
enfrentándose 
a importantes 

limitaciones del 
flujo de efectivo, 

lo que les ha 
obligado a 

elaborar y aplicar 
nuevas estrategias.

  

17

Photo by Kelly Sikkema on Unsplash



Julio 2021

CONSULTORÍA 
EN COSTOS
CONTROL DE GESTIÓN.

IMPUESTOS
ASESORAMIENTO
TRIBUTARIO

¿En qué áreas podemos
brindarle la calidad de

servicios que Usted merece?
PROYECTOS
DE INVERSIÓN

OUTSOURCING
Y FINANZAS

AUDITORÍA INTERNA
Y CONTROLES

Nuestros servicios de Auditoría Interna 
incluyen entre otros los siguientes aspec-
tos: evaluación de los riesgos críticos de 
la empresa, preparación del Plan de 
Tareas de Auditoría Interna, terceriza-
ción total o parcial de la ejecución de las 
tareas, auditoría de los sistemas de infor- 
mación, revisión de las Mejoras Prácticas, 
reingeniería y proyectos específicos des- 
tinados a evaluar y mejorar la eficiencia y 
el desempeño operativo.

www.estudiokaplan.com
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AUDITORÍA DEL SISTEMA
DE PREVENCIÓN
DE LA/FT

DUE DELIGENCE
ANÁLISIS POR COMPRA
DE SOCIEDADES

NEGOCIOS GLOBALES.
SERVICIOS DE ASESORÍA
DE NEGOCIOS

En las fusiones, adquisiciones, alianzas 
estratégicas o inversiones de capital, el 
comprador realiza un proceso de investi-
gación detallada sobre la empresa o 
inversión objetivo denominado “Due 
Diligence” con el objetivo de evaluar los 
riesgos y debilidades que presenta la 
empresa  objetivo.
Esto demanda la conformación de equi- 
pos multidisciplinarios integrados por 
especialistas financieros, contables lega- 
les y tributarios.

REPRESENTACIÓN INTERNACIONAL
Somos miembros de “CPA Associates 
International, Inc.”, una de las más tradicionales 
asociaciones de Estudios Contables a nivel 
global, con sede en Estados Unidos y fundada 
en 1957, con presencia en todo el mundo 
contando con más de 150 firmas asociadas.

Ser miembro de este grupo nos permite contar 
con un flujo permanente de intercambio 
profesional y tecnológico, de manera de lograr 
una actualización continua en todas las áreas 
claves de interés de nuestros Clientes.

Asesoramiento en la presentación y 
puesta en marcha de proyectos de 
vivienda de interés social (hoy Vivienda 
Promovida).
 

PROYECTOS
DE VIVIENDA
PROMOVIDA (VIS)

CONTROL
DEL CUMPLIMIENTO DE
LA LEY DE TERCERIZACIÓN

AUDITORÍAS
CONTABLES Y TRABAJOS
DE REVISIÓN

RECURSOS
HUMANOS

Brindamos soluciones en la gestión de 
personas, realizamos reclutamiento y 
selección. Creamos talleres ad-hoc. Anali- 
zamos, describimos y valoramos cargos. 
Diseñamos sistemas de gestión del 
desempeño y análisis de clima laboral 
para aumentar la eficiencia de sus 
colaboradores.  Realizamos coach indivi-
dual y de equipos.

Contamos con un equipo de profesiona-
les que nos permite brindar un servicio 
integral en esta área, ajustado a la 
medida de las necesidades de cada 
cliente.

PRECIOS DE 
TRANSFERENCIA

ASESORES
EN REAL ESTATE

ASESORAMIENTO
JURIDICO /NOTARIAL

Asesoramiento e implementación de 
políticas y procedimientos para la admi-
nistración del riesgo y de debida diligen-
cia para la prevención del lavado de 
activos y el financiamiento del terrorismo 
para los sujetos obligados del sector no 
financiero.

CONSULTORÍA Y SERVICIO
DE CUMPLIMIENTO 
NORMATIVO DE LAFT

Miembros de



Asambleas de accionistas
por Videoconferencia
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Introducción.

Las sociedades anónimas (SA) y 
las sociedades por acciones 
simplificadas (SAS) son en la 
actualidad los tipos sociales que 
presentan mayores ventajas para 
canalizar actividades empresaria-
les. Entre ellas, la limitación de 
responsabilidad de los accionistas 
es la más valorada por los empre-
sarios. Si bien la SAS presenta un 
grado sustancialmente mayor de 
flexibilidad, las recientes modifi-
caciones legislativas en materia 
de SA constituyen un avance a 
destacar.

Entre los recientes cambios cabe 
destacar que, a partir del primero 
de enero de 2021, las SA pueden 
celebrar sus asambleas de forma 
virtual y, en tal caso, fuera del 
domicilio. Por su parte las SAS 
desde que surgieron en el Dere-
cho uruguayo previeron las asam-
bleas por videoconferencias y 
tanto para éstas como para las 
presenciales, a celebrarse sin los 
límites del domicilio social.

Analicemos brevemente el régi-
men actual de las asambleas 
virtuales de accionistas de SA o 
SAS1.

  

1. Asambleas de 
   accionistas de SA.

Hasta la reciente reforma2, la ley 
de sociedades comerciales3 
exigía como requisito de validez 
que las asambleas de accionistas 
de SA se celebraran dentro del 
domicilio social (entendido éste 
como la localidad o departamen-
to establecido en el estatuto4). 
Esto siempre ha generado proble-
mas a los empresarios, instalados 
en departamentos diferentes  al 

del domicilio social de la SA a 
través de la cual operan (en su 
amplia mayoría situado en Monte-
video por tratarse de SA precons-
tituidas por estudios profesiona-
les especializados en ello). 
Tal requisito se mantiene para las 
asambleas de SA presenciales, lo 
cual constituye (como se comen-
tará seguidamente) una diferen-
cia sustancial con las SAS.

Sin embargo, desde el primero de 
enero de 2021 la Ley Nº 19.9245  
regula las asambleas celebradas 
por videoconferencias permitien-
do además que se realicen fuera 
del domicilio. 

Para éstas exige que “brinden 
certeza sobre la identidad de los 
participantes, así como respecto a 
la conexión bilateral o plurilateral 
en tiempo real en imagen y 
sonido de los asistentes en 
remoto”, agregando posibles 
focos de discusión nada recomen-
dables en materia empresarial.
 
Sin duda se vuelve necesario un 
reglamento interno que concrete 
esa regla, previendo circunstan-
cias que en la práctica ya se están 
dando, tales como dificultades de 
conexión, desconexión involunta-
ria o voluntaria, problemas de 
sonido (para escuchar o ser escu-
chado), el uso del botón “silen-
ciar”, expulsión de la sala virtual 
de sujetos no habilitados, entre 
otros.

En lo que refiere al funcionamien-
to de la asamblea para SA se 
prevé que no será necesaria la 
firma de los accionistas en el Libro 
de Asistencia a las asambleas 
“debiendo dejarse expresa cons-
tancia que la asistencia fue por 
medio virtual”. La norma no elimi-
na la obligación de comunicar la 
asistencia a fin de que se registre 

por la SA en el libro registro de 
asistencia, ni el depósito de accio-
nes (en la sociedad o aportando 
un certificado de depósito ante 
Escribano o banco) si son al 
portador (tratándose de acciones 
nominativas o escriturales, la SA 
estará a lo registrado en los 
libros).
En lo que refiere a la documenta-
ción de la asamblea, para las 
presenciales se deberá labrar 
dentro del plazo de 5 días y para 
las asambleas virtuales el acta 
deberá labrarse dentro del plazo 
de 30 días. El acta será firmada 
por el presidente y el o lo/s accio-
nista/s designados para ello por la 
asamblea.
Si bien no están previstas expre-
samente, entendemos lícitas las 
asambleas híbridas: asambleas 
celebradas con asistencia parcial 
presencial (en el sentido de accio-
nistas presentes físicamente en el 
lugar establecido por la SA6) 
admitiéndose la asistencia de 
otros accionistas mediante video-
conferencia. 

Respecto a quien define si la 
asamblea de accionistas se realiza 
por uno u otro medio o incluso de 
forma híbrida (tanto en SA como 
en SAS), consideramos que es 
competencia exclusiva de la 
sociedad. De no estar regulado en 

un reglamento interno, será 
definido por el órgano competen-
te para convocar7 (órgano de 
gestión en SA –en principio tam-
bién en la SAS aunque la Ley 
admite que el estatuto asigne tal 
competencia a otro órgano-) Por 
lo tanto, entendemos que el 
accionista no tiene un derecho 
exigir que se realice por video-
conferencia o de forma hibrida 
bajo el argumento de que ello le 
permita participar. Sin duda un 
tema que continuaremos anali-
zando.

Debe tenerse presente que las 
reformas a la ley de sociedades 
comerciales por la reciente ley de 
presupuesto no se limitan a las 
antes señaladas. Entre otros cam-
bios se incluye la regulación de las 
asambleas sin convocatoria previa 
en caso de estar presentes accio-
nistas por el 100% del capital 
integrado.

  2. Asamblea de
  accionistas de SAS.

La Ley SAS8  permite que el esta-
tuto organice internamente a la 
sociedad con mayor libertad, no 
imponiendo la existencia de una 
asamblea de accionistas. En caso 
de que se opte por mantener las 

asambleas, se permite regular su 
funcionamiento con gran ampli-
tud. Sin embargo, establece una 
serie de reglas que corresponde 
comentar.
 
En los artículos 25 y 26 contem-
pla tanto las asambleas convoca-
das (en principio por el represen-
tante legal) para las cuales exige 
el establecimiento de un orden 
del día y una anticipación mínima 
de 10 días hábiles; asambleas 
convocadas9 por una asamblea 
previa con el 100% del capital 
integrado (autoconvocadas) y 
asambleas sin convocatoria 
previa (se requiere presencia de 
la totalidad de accionistas).

Son aplicables a SAS lo comenta-
do líneas atrás sobre registro de 
asistencia a asamblea, teniendo 
presente que para la SAS no se 
admiten acciones al portador.

Ya en el año 2019 la Ley SAS 
habilitó para este tipo social las 
asambleas virtuales10; los artícu-
los 22 y 23 prevén asambleas de 
accionistas de SAS tanto en 
forma presencial como por 
videoconferencia o por cualquier 
otro medio de comunicación 
simultánea, en cualquier lugar 
“que les permita a sus integrantes 

participar y deliberar”. 
Sin diferenciar si se trata de una 
asamblea presencial o virtual, las 
actas deberán labrarse dentro del 
plazo de 30 días. La ley omite 
liberar a los accionistas de firmar 
el libro de asistencia a asamblea, 
diferencia con la regulación de las 
asambleas de SA (a partir de la 
reforma de la ley de presupuesto). 
Son firmadas alternativamente o 
bien por el representante legal 
(órgano de gestión y representa-
ción) o por el/los accionista/s 
designado/s para ello (el lugar 
donde se encuentren debe ser un 
aspecto a considerar al momento 
de la designación, a fin de no 
frenar la operativa social).

A su vez el artículo 24 habilita al 
estatuto de SAS a establecer que 
los accionistas emitan su voto 
“por consentimiento escrito de 
sus miembros que… podrá ser 
comunicado por medios electró-
nicos sin necesidad de autentica-
ción”.

Muchas otras reflexiones pueden realizarse sobre la regulación 
actual de las asambleas de accionistas de SA y SAS, lo cual ha sido 
objeto de otras publicaciones de las autoras de este artículo. 

Este resumen busca dar noticia de los recientes cambios que moder-
nizan la interna societaria, aunque manteniendo un régimen no 
armónico entre SA y SAS que entendemos no tiene justificación ni 
teórica ni práctica.
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Introducción.

Las sociedades anónimas (SA) y 
las sociedades por acciones 
simplificadas (SAS) son en la 
actualidad los tipos sociales que 
presentan mayores ventajas para 
canalizar actividades empresaria-
les. Entre ellas, la limitación de 
responsabilidad de los accionistas 
es la más valorada por los empre-
sarios. Si bien la SAS presenta un 
grado sustancialmente mayor de 
flexibilidad, las recientes modifi-
caciones legislativas en materia 
de SA constituyen un avance a 
destacar.

Entre los recientes cambios cabe 
destacar que, a partir del primero 
de enero de 2021, las SA pueden 
celebrar sus asambleas de forma 
virtual y, en tal caso, fuera del 
domicilio. Por su parte las SAS 
desde que surgieron en el Dere-
cho uruguayo previeron las asam-
bleas por videoconferencias y 
tanto para éstas como para las 
presenciales, a celebrarse sin los 
límites del domicilio social.

Analicemos brevemente el régi-
men actual de las asambleas 
virtuales de accionistas de SA o 
SAS1.

  

1. Asambleas de 
   accionistas de SA.

Hasta la reciente reforma2, la ley 
de sociedades comerciales3 
exigía como requisito de validez 
que las asambleas de accionistas 
de SA se celebraran dentro del 
domicilio social (entendido éste 
como la localidad o departamen-
to establecido en el estatuto4). 
Esto siempre ha generado proble-
mas a los empresarios, instalados 
en departamentos diferentes  al 

del domicilio social de la SA a 
través de la cual operan (en su 
amplia mayoría situado en Monte-
video por tratarse de SA precons-
tituidas por estudios profesiona-
les especializados en ello). 
Tal requisito se mantiene para las 
asambleas de SA presenciales, lo 
cual constituye (como se comen-
tará seguidamente) una diferen-
cia sustancial con las SAS.

Sin embargo, desde el primero de 
enero de 2021 la Ley Nº 19.9245  
regula las asambleas celebradas 
por videoconferencias permitien-
do además que se realicen fuera 
del domicilio. 

Para éstas exige que “brinden 
certeza sobre la identidad de los 
participantes, así como respecto a 
la conexión bilateral o plurilateral 
en tiempo real en imagen y 
sonido de los asistentes en 
remoto”, agregando posibles 
focos de discusión nada recomen-
dables en materia empresarial.
 
Sin duda se vuelve necesario un 
reglamento interno que concrete 
esa regla, previendo circunstan-
cias que en la práctica ya se están 
dando, tales como dificultades de 
conexión, desconexión involunta-
ria o voluntaria, problemas de 
sonido (para escuchar o ser escu-
chado), el uso del botón “silen-
ciar”, expulsión de la sala virtual 
de sujetos no habilitados, entre 
otros.

En lo que refiere al funcionamien-
to de la asamblea para SA se 
prevé que no será necesaria la 
firma de los accionistas en el Libro 
de Asistencia a las asambleas 
“debiendo dejarse expresa cons-
tancia que la asistencia fue por 
medio virtual”. La norma no elimi-
na la obligación de comunicar la 
asistencia a fin de que se registre 

por la SA en el libro registro de 
asistencia, ni el depósito de accio-
nes (en la sociedad o aportando 
un certificado de depósito ante 
Escribano o banco) si son al 
portador (tratándose de acciones 
nominativas o escriturales, la SA 
estará a lo registrado en los 
libros).
En lo que refiere a la documenta-
ción de la asamblea, para las 
presenciales se deberá labrar 
dentro del plazo de 5 días y para 
las asambleas virtuales el acta 
deberá labrarse dentro del plazo 
de 30 días. El acta será firmada 
por el presidente y el o lo/s accio-
nista/s designados para ello por la 
asamblea.
Si bien no están previstas expre-
samente, entendemos lícitas las 
asambleas híbridas: asambleas 
celebradas con asistencia parcial 
presencial (en el sentido de accio-
nistas presentes físicamente en el 
lugar establecido por la SA6) 
admitiéndose la asistencia de 
otros accionistas mediante video-
conferencia. 

Respecto a quien define si la 
asamblea de accionistas se realiza 
por uno u otro medio o incluso de 
forma híbrida (tanto en SA como 
en SAS), consideramos que es 
competencia exclusiva de la 
sociedad. De no estar regulado en 

un reglamento interno, será 
definido por el órgano competen-
te para convocar7 (órgano de 
gestión en SA –en principio tam-
bién en la SAS aunque la Ley 
admite que el estatuto asigne tal 
competencia a otro órgano-) Por 
lo tanto, entendemos que el 
accionista no tiene un derecho 
exigir que se realice por video-
conferencia o de forma hibrida 
bajo el argumento de que ello le 
permita participar. Sin duda un 
tema que continuaremos anali-
zando.

Debe tenerse presente que las 
reformas a la ley de sociedades 
comerciales por la reciente ley de 
presupuesto no se limitan a las 
antes señaladas. Entre otros cam-
bios se incluye la regulación de las 
asambleas sin convocatoria previa 
en caso de estar presentes accio-
nistas por el 100% del capital 
integrado.

  2. Asamblea de
  accionistas de SAS.

La Ley SAS8  permite que el esta-
tuto organice internamente a la 
sociedad con mayor libertad, no 
imponiendo la existencia de una 
asamblea de accionistas. En caso 
de que se opte por mantener las 

asambleas, se permite regular su 
funcionamiento con gran ampli-
tud. Sin embargo, establece una 
serie de reglas que corresponde 
comentar.
 
En los artículos 25 y 26 contem-
pla tanto las asambleas convoca-
das (en principio por el represen-
tante legal) para las cuales exige 
el establecimiento de un orden 
del día y una anticipación mínima 
de 10 días hábiles; asambleas 
convocadas9 por una asamblea 
previa con el 100% del capital 
integrado (autoconvocadas) y 
asambleas sin convocatoria 
previa (se requiere presencia de 
la totalidad de accionistas).

Son aplicables a SAS lo comenta-
do líneas atrás sobre registro de 
asistencia a asamblea, teniendo 
presente que para la SAS no se 
admiten acciones al portador.

Ya en el año 2019 la Ley SAS 
habilitó para este tipo social las 
asambleas virtuales10; los artícu-
los 22 y 23 prevén asambleas de 
accionistas de SAS tanto en 
forma presencial como por 
videoconferencia o por cualquier 
otro medio de comunicación 
simultánea, en cualquier lugar 
“que les permita a sus integrantes 

participar y deliberar”. 
Sin diferenciar si se trata de una 
asamblea presencial o virtual, las 
actas deberán labrarse dentro del 
plazo de 30 días. La ley omite 
liberar a los accionistas de firmar 
el libro de asistencia a asamblea, 
diferencia con la regulación de las 
asambleas de SA (a partir de la 
reforma de la ley de presupuesto). 
Son firmadas alternativamente o 
bien por el representante legal 
(órgano de gestión y representa-
ción) o por el/los accionista/s 
designado/s para ello (el lugar 
donde se encuentren debe ser un 
aspecto a considerar al momento 
de la designación, a fin de no 
frenar la operativa social).

A su vez el artículo 24 habilita al 
estatuto de SAS a establecer que 
los accionistas emitan su voto 
“por consentimiento escrito de 
sus miembros que… podrá ser 
comunicado por medios electró-
nicos sin necesidad de autentica-
ción”.

Muchas otras reflexiones pueden realizarse sobre la regulación 
actual de las asambleas de accionistas de SA y SAS, lo cual ha sido 
objeto de otras publicaciones de las autoras de este artículo. 

Este resumen busca dar noticia de los recientes cambios que moder-
nizan la interna societaria, aunque manteniendo un régimen no 
armónico entre SA y SAS que entendemos no tiene justificación ni 
teórica ni práctica.
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través de la cual operan (en su 
amplia mayoría situado en Monte-
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Tal requisito se mantiene para las 
asambleas de SA presenciales, lo 
cual constituye (como se comen-
tará seguidamente) una diferen-
cia sustancial con las SAS.

Sin embargo, desde el primero de 
enero de 2021 la Ley Nº 19.9245  
regula las asambleas celebradas 
por videoconferencias permitien-
do además que se realicen fuera 
del domicilio. 

Para éstas exige que “brinden 
certeza sobre la identidad de los 
participantes, así como respecto a 
la conexión bilateral o plurilateral 
en tiempo real en imagen y 
sonido de los asistentes en 
remoto”, agregando posibles 
focos de discusión nada recomen-
dables en materia empresarial.
 
Sin duda se vuelve necesario un 
reglamento interno que concrete 
esa regla, previendo circunstan-
cias que en la práctica ya se están 
dando, tales como dificultades de 
conexión, desconexión involunta-
ria o voluntaria, problemas de 
sonido (para escuchar o ser escu-
chado), el uso del botón “silen-
ciar”, expulsión de la sala virtual 
de sujetos no habilitados, entre 
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En lo que refiere al funcionamien-
to de la asamblea para SA se 
prevé que no será necesaria la 
firma de los accionistas en el Libro 
de Asistencia a las asambleas 
“debiendo dejarse expresa cons-
tancia que la asistencia fue por 
medio virtual”. La norma no elimi-
na la obligación de comunicar la 
asistencia a fin de que se registre 

por la SA en el libro registro de 
asistencia, ni el depósito de accio-
nes (en la sociedad o aportando 
un certificado de depósito ante 
Escribano o banco) si son al 
portador (tratándose de acciones 
nominativas o escriturales, la SA 
estará a lo registrado en los 
libros).
En lo que refiere a la documenta-
ción de la asamblea, para las 
presenciales se deberá labrar 
dentro del plazo de 5 días y para 
las asambleas virtuales el acta 
deberá labrarse dentro del plazo 
de 30 días. El acta será firmada 
por el presidente y el o lo/s accio-
nista/s designados para ello por la 
asamblea.
Si bien no están previstas expre-
samente, entendemos lícitas las 
asambleas híbridas: asambleas 
celebradas con asistencia parcial 
presencial (en el sentido de accio-
nistas presentes físicamente en el 
lugar establecido por la SA6) 
admitiéndose la asistencia de 
otros accionistas mediante video-
conferencia. 

Respecto a quien define si la 
asamblea de accionistas se realiza 
por uno u otro medio o incluso de 
forma híbrida (tanto en SA como 
en SAS), consideramos que es 
competencia exclusiva de la 
sociedad. De no estar regulado en 

un reglamento interno, será 
definido por el órgano competen-
te para convocar7 (órgano de 
gestión en SA –en principio tam-
bién en la SAS aunque la Ley 
admite que el estatuto asigne tal 
competencia a otro órgano-) Por 
lo tanto, entendemos que el 
accionista no tiene un derecho 
exigir que se realice por video-
conferencia o de forma hibrida 
bajo el argumento de que ello le 
permita participar. Sin duda un 
tema que continuaremos anali-
zando.

Debe tenerse presente que las 
reformas a la ley de sociedades 
comerciales por la reciente ley de 
presupuesto no se limitan a las 
antes señaladas. Entre otros cam-
bios se incluye la regulación de las 
asambleas sin convocatoria previa 
en caso de estar presentes accio-
nistas por el 100% del capital 
integrado.

  2. Asamblea de
  accionistas de SAS.

La Ley SAS8  permite que el esta-
tuto organice internamente a la 
sociedad con mayor libertad, no 
imponiendo la existencia de una 
asamblea de accionistas. En caso 
de que se opte por mantener las 

 10Como para el resto de los órganos sociales: de administración o de control interno (hablamos de una estructura orgánica de referencia a partir de lo 
previsto para los demás tipos sociales ya que la ley da gran flexibilidad para organizar internamente a la SAS).

asambleas, se permite regular su 
funcionamiento con gran ampli-
tud. Sin embargo, establece una 
serie de reglas que corresponde 
comentar.
 
En los artículos 25 y 26 contem-
pla tanto las asambleas convoca-
das (en principio por el represen-
tante legal) para las cuales exige 
el establecimiento de un orden 
del día y una anticipación mínima 
de 10 días hábiles; asambleas 
convocadas9 por una asamblea 
previa con el 100% del capital 
integrado (autoconvocadas) y 
asambleas sin convocatoria 
previa (se requiere presencia de 
la totalidad de accionistas).

Son aplicables a SAS lo comenta-
do líneas atrás sobre registro de 
asistencia a asamblea, teniendo 
presente que para la SAS no se 
admiten acciones al portador.

Ya en el año 2019 la Ley SAS 
habilitó para este tipo social las 
asambleas virtuales10; los artícu-
los 22 y 23 prevén asambleas de 
accionistas de SAS tanto en 
forma presencial como por 
videoconferencia o por cualquier 
otro medio de comunicación 
simultánea, en cualquier lugar 
“que les permita a sus integrantes 

participar y deliberar”. 
Sin diferenciar si se trata de una 
asamblea presencial o virtual, las 
actas deberán labrarse dentro del 
plazo de 30 días. La ley omite 
liberar a los accionistas de firmar 
el libro de asistencia a asamblea, 
diferencia con la regulación de las 
asambleas de SA (a partir de la 
reforma de la ley de presupuesto). 
Son firmadas alternativamente o 
bien por el representante legal 
(órgano de gestión y representa-
ción) o por el/los accionista/s 
designado/s para ello (el lugar 
donde se encuentren debe ser un 
aspecto a considerar al momento 
de la designación, a fin de no 
frenar la operativa social).

A su vez el artículo 24 habilita al 
estatuto de SAS a establecer que 
los accionistas emitan su voto 
“por consentimiento escrito de 
sus miembros que… podrá ser 
comunicado por medios electró-
nicos sin necesidad de autentica-
ción”.

Muchas otras reflexiones pueden realizarse sobre la regulación 
actual de las asambleas de accionistas de SA y SAS, lo cual ha sido 
objeto de otras publicaciones de las autoras de este artículo. 

Este resumen busca dar noticia de los recientes cambios que moder-
nizan la interna societaria, aunque manteniendo un régimen no 
armónico entre SA y SAS que entendemos no tiene justificación ni 
teórica ni práctica.

Los artículos 22 y 23 prevén asambleas
de accionistas de SAS tanto en forma
presencial como por videoconferencia
o por cualquier otro medio de comunicación 
simultánea, en cualquier lugar “que les 
permita a sus integrantes participar y
deliberar”
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Uno de los cambios que introdujo 
la ley de presupuesto Nacional 
que entró en vigencia el día 1 de 
enero de 2021, fue la posibilidad 
de realizar las Asambleas de 
Accionistas de las S.A (Socieda-
des Anónimas) por videoconfe-
rencia, y esto puedo haberse 
suscitado por la situación actual 
del país como consecuencia del 
COVID y por la desventaja que 
presentan las SA ante las SAS 
(Sociedades Anónimas Simplifi-
cadas).

Sabemos que las SA tienen una 
estructura bastante rígida de 
acuerdo a lo previsto en la ley de 
Sociedades Comerciales.

En materia de Asambleas de 
Accionistas “constituidas por los 
accionistas reunidos en la sede 
social dentro del Domicilio Social” 
de acuerdo a lo previsto por la ley 
de Sociedades, significaba que 
las Asambleas deberían celebrar-
se en el domicilio de la sociedad 
esto es el departamento y en la 
sede social dentro del domicilio, 
labrado un Acta en el Libro 
correspondiente, firmando los 
accionistas presentes el Libro de 
Asistencia a las Asambleas como 
constancia de su presencia.

Esto llevaba a que muchas veces 
se constituían sociedades con 
domicilio en Montevideo, pero la 
sociedad llevaba a cabo su activi-
dad en otro departamento, cele-
brando en consecuencia las 
Asambleas de Accionistas en el 
departamento donde su activi-
dad era desarrollada, no cum-
pliendo de esta manera con la 
formalidad exigida por la Ley.

Dicho de manera simple, la Socie-
dad tenía domicilio en Montevi-
deo y las Asambleas se celebra-
ban en Maldonado lo que signifi-
caba una Asamblea nula.

Varias consultas al respecto se 
plantaron ante la auditoría Interna 
de la Nación, y la solución dada 
por el organismo para subsanarlo, 
fue realizar una nueva asamblea 
en el Domicilio Social que corres-
pondía, y en dicha Asamblea se 
ratificaba lo actuado y resuelto en 
la Asamblea que se celebró fuera 
del Domicilio social.

La Ley de Presupuesto, modificó 
la ley de Sociedades en lo antes 
mencionado y flexibilizó la forma 
de llevarse a cabo las Asambleas, 
permitiendo que sean celebradas 
por VIDEOCONFERENCIA o cual-
quier medio que brinde certeza en 
la identidad de los accionistas 
presentes en tiempo y forma, 
imagen y sonido. 

Los socios presentes en la Asamblea, firman el libro de Asistencia 
como constancia de su presencia y de los socios que asistan a la 
misma por Videoconferencia, se deja constancia en el Libro del 
medio por el cual asistieron a la Asamblea. 

Esta modificación a la asistencia a Asambleas de Accionistas por 
Videoconferencia, asemejó las Sociedades Anónimas con las Socie-
dades por Acciones Simplificadas las que trajeron dentro de sus 
novedades como nuevo tipo social, la flexibilidad en la forma de llevar 
a cabo las Asambleas.

Otra de las modificaciones en materia de Sociedades Anónima, fue la 
Modificación a la Convocatoria a las Asambleas mediante comunica-
ción fehaciente en el domicilio del Accionistas declarado ante la 
Sociedad, prescindiendo de publicaciones cuando comparezcan los 
accionistas que representen el 100% del capital integrado.
 
Hoy en día cuando esta presente el 100% del capital integrado con 
derecho a voto, no solo se prescinde de publicaciones sino que 
además se prescinde de convocatoria.- 

 1 No se agotan en este artículo todos los aspectos a considerar sobre las asambleas de accionistas de    
SA y SAS, sobre lo cual las autoras de este comentario tienen publicados libros indicados en los CV 
abreviados indicados en las precedentes notas al pie.
2 Ley Nº 19.924 de Presupuesto Nacional.
3 Artículo 340 de la Ley Nº 16.060.
4 A diferencia de la sede que es la dirección concreta donde se encuentra la administración y debe 
ubicarse dentro del domicilio social.
5  Artículo 722 modificatorio del artículo 340 de la ley de sociedades

   6  Ante la ausencia de regulación específica para asambleas híbridas, pueden surgir diversas posiciones en cuanto a si se aplican a todo el acto asambleario 
las reglas de una u otro modalidad o incluso si se aplica a la parte que se celebra presencialmente las reglas de las presenciales y al resto las reglas de las 
virtuales. Una pregunta fundamental a realizarse es si la presencialidad requiere cumplirse en el domicilio de la sociedad o puede  celebrarse en lugar 
diferente.
7 Con una anticipación mínima de 10 días hábiles y máxima de 30 días corridos.
8 Ley Nº 19.820.
9 Incluso por correo electrónico. 

PALABRAS FINALES
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Hasta la reciente reforma2, la ley 
de sociedades comerciales3 
exigía como requisito de validez 
que las asambleas de accionistas 
de SA se celebraran dentro del 
domicilio social (entendido éste 
como la localidad o departamen-
to establecido en el estatuto4). 
Esto siempre ha generado proble-
mas a los empresarios, instalados 
en departamentos diferentes  al 

del domicilio social de la SA a 
través de la cual operan (en su 
amplia mayoría situado en Monte-
video por tratarse de SA precons-
tituidas por estudios profesiona-
les especializados en ello). 
Tal requisito se mantiene para las 
asambleas de SA presenciales, lo 
cual constituye (como se comen-
tará seguidamente) una diferen-
cia sustancial con las SAS.

Sin embargo, desde el primero de 
enero de 2021 la Ley Nº 19.9245  
regula las asambleas celebradas 
por videoconferencias permitien-
do además que se realicen fuera 
del domicilio. 

Para éstas exige que “brinden 
certeza sobre la identidad de los 
participantes, así como respecto a 
la conexión bilateral o plurilateral 
en tiempo real en imagen y 
sonido de los asistentes en 
remoto”, agregando posibles 
focos de discusión nada recomen-
dables en materia empresarial.
 
Sin duda se vuelve necesario un 
reglamento interno que concrete 
esa regla, previendo circunstan-
cias que en la práctica ya se están 
dando, tales como dificultades de 
conexión, desconexión involunta-
ria o voluntaria, problemas de 
sonido (para escuchar o ser escu-
chado), el uso del botón “silen-
ciar”, expulsión de la sala virtual 
de sujetos no habilitados, entre 
otros.

En lo que refiere al funcionamien-
to de la asamblea para SA se 
prevé que no será necesaria la 
firma de los accionistas en el Libro 
de Asistencia a las asambleas 
“debiendo dejarse expresa cons-
tancia que la asistencia fue por 
medio virtual”. La norma no elimi-
na la obligación de comunicar la 
asistencia a fin de que se registre 

por la SA en el libro registro de 
asistencia, ni el depósito de accio-
nes (en la sociedad o aportando 
un certificado de depósito ante 
Escribano o banco) si son al 
portador (tratándose de acciones 
nominativas o escriturales, la SA 
estará a lo registrado en los 
libros).
En lo que refiere a la documenta-
ción de la asamblea, para las 
presenciales se deberá labrar 
dentro del plazo de 5 días y para 
las asambleas virtuales el acta 
deberá labrarse dentro del plazo 
de 30 días. El acta será firmada 
por el presidente y el o lo/s accio-
nista/s designados para ello por la 
asamblea.
Si bien no están previstas expre-
samente, entendemos lícitas las 
asambleas híbridas: asambleas 
celebradas con asistencia parcial 
presencial (en el sentido de accio-
nistas presentes físicamente en el 
lugar establecido por la SA6) 
admitiéndose la asistencia de 
otros accionistas mediante video-
conferencia. 

Respecto a quien define si la 
asamblea de accionistas se realiza 
por uno u otro medio o incluso de 
forma híbrida (tanto en SA como 
en SAS), consideramos que es 
competencia exclusiva de la 
sociedad. De no estar regulado en 
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un reglamento interno, será 
definido por el órgano competen-
te para convocar7 (órgano de 
gestión en SA –en principio tam-
bién en la SAS aunque la Ley 
admite que el estatuto asigne tal 
competencia a otro órgano-) Por 
lo tanto, entendemos que el 
accionista no tiene un derecho 
exigir que se realice por video-
conferencia o de forma hibrida 
bajo el argumento de que ello le 
permita participar. Sin duda un 
tema que continuaremos anali-
zando.

Debe tenerse presente que las 
reformas a la ley de sociedades 
comerciales por la reciente ley de 
presupuesto no se limitan a las 
antes señaladas. Entre otros cam-
bios se incluye la regulación de las 
asambleas sin convocatoria previa 
en caso de estar presentes accio-
nistas por el 100% del capital 
integrado.

  2. Asamblea de
  accionistas de SAS.

La Ley SAS8  permite que el esta-
tuto organice internamente a la 
sociedad con mayor libertad, no 
imponiendo la existencia de una 
asamblea de accionistas. En caso 
de que se opte por mantener las 

asambleas, se permite regular su 
funcionamiento con gran ampli-
tud. Sin embargo, establece una 
serie de reglas que corresponde 
comentar.
 
En los artículos 25 y 26 contem-
pla tanto las asambleas convoca-
das (en principio por el represen-
tante legal) para las cuales exige 
el establecimiento de un orden 
del día y una anticipación mínima 
de 10 días hábiles; asambleas 
convocadas9 por una asamblea 
previa con el 100% del capital 
integrado (autoconvocadas) y 
asambleas sin convocatoria 
previa (se requiere presencia de 
la totalidad de accionistas).

Son aplicables a SAS lo comenta-
do líneas atrás sobre registro de 
asistencia a asamblea, teniendo 
presente que para la SAS no se 
admiten acciones al portador.

Ya en el año 2019 la Ley SAS 
habilitó para este tipo social las 
asambleas virtuales10; los artícu-
los 22 y 23 prevén asambleas de 
accionistas de SAS tanto en 
forma presencial como por 
videoconferencia o por cualquier 
otro medio de comunicación 
simultánea, en cualquier lugar 
“que les permita a sus integrantes 

participar y deliberar”. 
Sin diferenciar si se trata de una 
asamblea presencial o virtual, las 
actas deberán labrarse dentro del 
plazo de 30 días. La ley omite 
liberar a los accionistas de firmar 
el libro de asistencia a asamblea, 
diferencia con la regulación de las 
asambleas de SA (a partir de la 
reforma de la ley de presupuesto). 
Son firmadas alternativamente o 
bien por el representante legal 
(órgano de gestión y representa-
ción) o por el/los accionista/s 
designado/s para ello (el lugar 
donde se encuentren debe ser un 
aspecto a considerar al momento 
de la designación, a fin de no 
frenar la operativa social).

A su vez el artículo 24 habilita al 
estatuto de SAS a establecer que 
los accionistas emitan su voto 
“por consentimiento escrito de 
sus miembros que… podrá ser 
comunicado por medios electró-
nicos sin necesidad de autentica-
ción”.

Muchas otras reflexiones pueden realizarse sobre la regulación 
actual de las asambleas de accionistas de SA y SAS, lo cual ha sido 
objeto de otras publicaciones de las autoras de este artículo. 

Este resumen busca dar noticia de los recientes cambios que moder-
nizan la interna societaria, aunque manteniendo un régimen no 
armónico entre SA y SAS que entendemos no tiene justificación ni 
teórica ni práctica.
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Asambleas de accionistas
por Videoconferencia en 
las Sociedades Anónimas

Uno de los cambios que introdujo 
la ley de presupuesto Nacional 
que entró en vigencia el día 1 de 
enero de 2021, fue la posibilidad 
de realizar las Asambleas de 
Accionistas de las S.A (Socieda-
des Anónimas) por videoconfe-
rencia, y esto puedo haberse 
suscitado por la situación actual 
del país como consecuencia del 
COVID y por la desventaja que 
presentan las SA ante las SAS 
(Sociedades Anónimas Simplifi-
cadas).

Sabemos que las SA tienen una 
estructura bastante rígida de 
acuerdo a lo previsto en la ley de 
Sociedades Comerciales.

En materia de Asambleas de 
Accionistas “constituidas por los 
accionistas reunidos en la sede 
social dentro del Domicilio Social” 
de acuerdo a lo previsto por la ley 
de Sociedades, significaba que 
las Asambleas deberían celebrar-
se en el domicilio de la sociedad 
esto es el departamento y en la 
sede social dentro del domicilio, 
labrado un Acta en el Libro 
correspondiente, firmando los 
accionistas presentes el Libro de 
Asistencia a las Asambleas como 
constancia de su presencia.

Esto llevaba a que muchas veces 
se constituían sociedades con 
domicilio en Montevideo, pero la 
sociedad llevaba a cabo su activi-
dad en otro departamento, cele-
brando en consecuencia las 
Asambleas de Accionistas en el 
departamento donde su activi-
dad era desarrollada, no cum-
pliendo de esta manera con la 
formalidad exigida por la Ley.

Dicho de manera simple, la Socie-
dad tenía domicilio en Montevi-
deo y las Asambleas se celebra-
ban en Maldonado lo que signifi-
caba una Asamblea nula.

Varias consultas al respecto se 
plantaron ante la auditoría Interna 
de la Nación, y la solución dada 
por el organismo para subsanarlo, 
fue realizar una nueva asamblea 
en el Domicilio Social que corres-
pondía, y en dicha Asamblea se 
ratificaba lo actuado y resuelto en 
la Asamblea que se celebró fuera 
del Domicilio social.

La Ley de Presupuesto, modificó 
la ley de Sociedades en lo antes 
mencionado y flexibilizó la forma 
de llevarse a cabo las Asambleas, 
permitiendo que sean celebradas 
por VIDEOCONFERENCIA o cual-
quier medio que brinde certeza en 
la identidad de los accionistas 
presentes en tiempo y forma, 
imagen y sonido. 

Los socios presentes en la Asamblea, firman el libro de Asistencia 
como constancia de su presencia y de los socios que asistan a la 
misma por Videoconferencia, se deja constancia en el Libro del 
medio por el cual asistieron a la Asamblea. 

Esta modificación a la asistencia a Asambleas de Accionistas por 
Videoconferencia, asemejó las Sociedades Anónimas con las Socie-
dades por Acciones Simplificadas las que trajeron dentro de sus 
novedades como nuevo tipo social, la flexibilidad en la forma de llevar 
a cabo las Asambleas.

Otra de las modificaciones en materia de Sociedades Anónima, fue la 
Modificación a la Convocatoria a las Asambleas mediante comunica-
ción fehaciente en el domicilio del Accionistas declarado ante la 
Sociedad, prescindiendo de publicaciones cuando comparezcan los 
accionistas que representen el 100% del capital integrado.
 
Hoy en día cuando esta presente el 100% del capital integrado con 
derecho a voto, no solo se prescinde de publicaciones sino que 
además se prescinde de convocatoria.- 

La Sociedad 
tenia domicilio 
en Montevideo 

y las Asambleas 
se celebraban en 

Maldonado lo que 
significaba una 
Asamblea nula.
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La Ley de Presupuesto, 
modificó la Ley de 
Sociedades y flexibilizó 
la forma de llevarse a 
cabo las Asambleas, 
permitiendo que sean 
celebradas por 
VIDEOCONFERENCIA
o cualquier medio que 
brinde certeza en la 
identidad de los 
accionistas presentes 
en tiempo y forma, 
imagen y sonido. 
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Modificaciones a las sociedades por
acciones simplificadas introducidas
por la Ley de Presupuesto

En materia de SAS (Sociedades 
Anónimas Simplificadas)  la ley de 
Presupuesto Nacional trajo modi-
ficaciones de gran importancia y 
repercusión en la práctica, las que 
veremos a continuación.

  1) Reformas Estatuarias:

Las reformas de Estatutos de las 
SAS deberían ser aprobadas por 
Asamblea de Accionistas o por el 
Accionista único, siendo las reso-
luciones sociales aprobadas en 
las mismas, las que serían oponi-
bles frente a los Accionistas y a la 
Sociedad, desde la decisión y 
para ser oponible frente a terce-
ros se deberán cumplir con las 
mismas formalidades que en la 
Constitución, esto es, documento 
privado con firmas certificadas y 
protocolizado, inscribiendo 
primer testimonio de protocoliza-
ción en el Registro de Comercio.

Con la Ley de Presupuesto, las 
Reformas Estatutarias se llevan a 
cabo con las mismas formalida-
des que las Sociedades Anóni-
mas. Se realiza el Acta de Asam-
blea de Accionistas resolviendo 
las reformas y se inscribe un Testi-
monio Notarial del Acta con certi-
ficación de la persona jurídica, 
datos de la sociedad y certifica-
dos de vigencia y cumplimiento 
con los organismos estatales, 
BPS, DGI y BSE y protocolizado 
por Escribano Público.

  2) Causales de recisión o
  exclusión de accionistas:

La ley de SAS permitía excluir 
accionistas que tuvieran un capi-
tal integrado en la sociedad no 
superior al 15%, por resolución del 
Voto favorable de accionistas que 
representen el 75% del capital 
integrado con derecho a voto.

El motivo es que muchas veces se 
desconocen a accionistas que 
integran la sociedad con un 
porcentaje al mencionado y a 
veces no solo se los desconoce, 
sino que no concurren a las 
Asambleas de Accionistas.
 
La Ley de presupuesto elimina 
dicha causal de Exclusión, salvo 
que se estipule expresamente en 
el Estatuto social y de esta forma 
la exclusión por esa causal puede 
operar

El artículo 43 de la ley 19.820 
determina de qué forma aportan 
los titulares de las Sociedades 
por Acciones Simplificadas (SAS) 
según se constituyan como 
directores, administradores o 
representantes legales.

3) Régimen de aportación                           
al BPS de los titulares de 
las SAS:

Lic. en Relaciones Laborales, UDELAR
Ha realizado diversos cursos procurando 
la permanente actualización en la materia.

Integrante del Departamento de Recursos 
Humanos y Relaciones Laborales de 
Estudio Kaplan.

Lic. Dayhanna Sena
dayhanna@estudiokaplan.com



Introducción

Las organizaciones con la pande-
mia de COVID-19, de pronto 
tuvieron que navegar por lugares 
sin precedentes y, por lo tanto, 
encontrar nuevas soluciones a los 
desafíos que se les presentaron 
en muchas áreas de sus operacio-
nes. En este breve artículo, anali-
zamos algunos de estos desafíos, 
centrándonos en las implicancias 
que tiene el COVID-19 para la 
gestión de personas, a medida 
que las organizaciones ayudan a 
su fuerza laboral a afrontar y 
adaptarse a su entorno de trabajo 
recientemente modificado.

Debido a la pandemia de 
COVID-19, las organizaciones 
enfrentan un gran reto, obligadas 
a sumergirse y gestionar directa-
mente un territorio sin preceden-
tes a medida que modifican su 
fuerza laboral de formas técnicas, 
físicas y socio-psicológicas nunca 
antes vistas. Esto ha creado un 
desafío particular para los líderes, 
gerentes, jefes o referentes en la 
gestión de personas. Tuvieron 
que aventurarse rápidamente en 
las "incógnitas desconocidas" 
mientras se esfuerzan para 
ayudar a su fuerza laboral a adap-
tarse y hacer frente a los cambios 
radicales que se producen en el 
entorno laboral y social. Tal es el 
caso de los colaboradores que 
anteriormente pasaban toda o la 
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INTEGRANTE FÍSICO MONTO GRAVADO PARA CESS

Administrador

Representante Legal

Director  sin remuneración

Director  con remuneración

El valor que resulte mayor entre los siguientes:

El valor que resulte mayor entre los siguientes:

  - Máximo salario de dependientes
  - Remuneración real
  - 15 BFC

1

  - Máximo salario de dependientes
  - 15 BFC

El valor que resulte mayor entre los siguientes:

  - Máximo salario de dependientes
  - 30 BFC

A su vez, el inciso final del artículo 
mencionado establece que los 
titulares de las SAS, independien-
temente de la forma que asuman, 
quedarán incorporados al Seguro 
Nacional de Salud, por lo tanto, 
accederán a la cobertura mutual y 
deberán aportar al Fondo Nacio-
nal de Salud (FONASA), sin 
importar la cantidad de emplea-
dos que tenga la empresa.
El monto gravado, en todos los 
casos, es el equivalente a 6.5 BPC 2 
sobre el cuál se aplicará la tasa 
correspondiente a la situación 
familiar del afiliado. 
 
El artículo en análisis fue modifica-
do parcialmente por el artículo 
675 de la ley 19.924 (presupuesto 
nacional 2020-2024). Los cam-
bios introducidos entraron en 
vigencia el 1º de enero de 2021.

En cuanto a los administradores y 
representantes legales, la norma 
indica que serán considerados 
trabajadores no dependientes a 
los efectos de lo dispuesto por el 
artículo 176 de la ley 16.713.
Esto implica que, en caso de 
ejercer más de una actividad 
como trabajadores no dependien-
tes (por ej.: socio de SRL, patrón 
unipersonal, representante legal, 

etc.), corresponderá la aportación por aquella que 
reporte el sueldo ficto mayor. 

Caso práctico:

El Sr. Pérez es socio con actividad en una SRL, 
donde realiza sus aportes a partir de un monto 
gravado de 15 BFC ($ 19.377).

A su vez, es representante legal de una SAS que 
ocupa a un empleado, cuyo salario nominal es de $ 
25.000, por lo tanto, su aporte como trabajador no 
dependiente lo realiza sobre dicho importe.

En este caso, el Sr. Pérez tiene más de una actividad 
como trabajador no dependiente, por ende, y en 
aplicación de la modificación introducida al art. 43 
de la ley 19.820, deberá realizar su aporte (jubilatorio 
y FRL) por la SAS, ya que es donde se registra el 
sueldo ficto mayor. A su vez, deberá aportar al 
FONASA en función de su situación familiar sobre 
un monto gravado de 6.5 BPC. 

En otro orden, la modificación introducida también 
involucró a los directores sin remuneración. En este 
caso, cuando los miembros del directorio no perci-
ban remuneración, efectuarán su aportación ficta 
patronal por al menos uno de sus integrantes, sobre 
la base descripta en el esquema. 

Cabe destacar, que en caso de que los directores 
integren más de una SAS con remuneración o 
sueldo ficto gravado deben realizar los aportes por 
cada una de las empresas que integran como tales.

  
 1 Valor 2021 de la Base Ficta de Contribución (BFC): $ 1.291,77

   2 Valor 2021 de la Base de Prestaciones y Contribuciones (BPC): $ 4.870

mayor parte de su tiempo traba-
jando dentro de los límites físicos 
de su organización y ahora tuvie-
ron que adaptarse rápidamente 
al trabajo remoto.

Incluso aquellos que podrían 
estar bien adaptados a las condi-
ciones de trabajo se enfrentan 
ahora a sus propios desafíos de 
buscar espacios de trabajo alter-
nativos (por ejemplo, cafés, 
bibliotecas, espacios de cowor-
king) fuera de la propia casa. Esto 
probablemente ha limitado la 
segmentación entre el trabajo y 
el ámbito privado que conduce a 
mayores dificultades para "des-
conectarse" de las demandas 
laborales. Aparte de la creciente 
incapacidad para separar el 
trabajo y la vida privada, el cierre 
de escuelas y los servicios de 
cuidado infantil han aumentado 
las demandas de los padres para 
los empleados, difuminando aún 
más las líneas entre el trabajo y el 
ámbito familiar. 
     
Las interconexiones trabajo-fami-
lia parecen particularmente 
exigentes para las personas con 
hijos, aunque los trabajadores sin 
responsabilidades de cuidados 
tanto para niños como para 
personas mayores, no son inmu-
nes a las consecuencias negativas 
de tales condiciones de trabajo 
alteradas, ya que puede tener un 

mayor riesgo de soledad, falta de 
propósito y efectos negativos 
asociados sobre el bienestar.

Con este fin, el propósito de este 
breve artículo es explorar breve-
mente los desafíos y oportunida-
des que presenta el COVID-19 
para la gestión de personas.

El "ajuste" entre
la Persona y el Entorno

Uno de los desafíos más destaca-
dos de la gestión de personas 
derivado de la pandemia de 
COVID-19 implica ajustar a los 
colaboradores nuevos y actuales 
a condiciones de trabajo drástica-
mente alteradas, como el cambio 
a trabajo remoto entornos o la 
implementación de nuevas políti-
cas y procedimientos en el lugar 
de trabajo para limitar el contacto 
humano. Tales alteraciones 
dramáticas en cómo y dónde los 
colaboradores desarrollen su 
trabajo probablemente tenga 
implicancias importantes para sus 
experiencias de ajuste Perso-
na-Entorno (en adelante P-E). El 
ajuste P-E postula que los indivi-
duos son atraídos y seleccionados 
por organizaciones cuyos entor-
nos de trabajo reflejan los mismos 
valores, culturas y características 
laborales que sus propias creen-
cias, valores y deseos.

Con base en estos procesos, los 
colaboradores que ingresan a 
organizaciones donde su ajuste 
P-E, se maximiza la experiencia, 
aumenta los niveles de satisfac-
ción, compromiso y bienestar 
general. Sin embargo, cuando el 
ambiente de trabajo que apoya la 
satisfacción de estas necesidades 
y deseos es alterado drásticamen-
te, como sucede actualmente en 
respuesta a la pandemia de 
COVID19, es probable que la 
importancia del creciente abismo 
entre las necesidades de un indivi-
duo y el entorno de trabajo actual 
conduzca a experiencias de 
inadaptación.

Durante el proceso de Recluta-
miento y Selección, las personas 

se sienten atraídas por las organi-
zaciones en función de esta nece-
sidad fundamental y, de hecho, la 
investigación existente respalda la 
noción que las relaciones labora-
les cumplan este deseo funda-
mental de asociación con otros. 
Pero, a medida que las organiza-
ciones adaptan su fuerza de 
trabajo en respuesta a la pande-
mia, de formas que limitan funda-
mentalmente la interacción física, 
el posible desajuste derivado de 
esta incongruencia P-E presenta 
una pérdida potencial para el 
bienestar de los colaboradores y 
la productividad de las organiza-
ciones.

A medida que las organizaciones 
continúan adaptando sus prácti-
cas de gestión humana frente al 
COVID-19, los cambios están influ-
yendo en la experiencia de los 
colaboradores con respecto al 
ajuste P-E. Por ejemplo, las orga-
nizaciones tienen que hacer la 
transición a formas virtuales de 
reclutamiento, selección y forma-
ción en lugar de interacciones 
cara a cara, esto se vuelve cada 
vez más importante para com-
prender cómo estas prácticas 
impactan en los valores y la cultu-
ra de una organización, ya que 
estas nuevas prácticas ciertamen-
te podrían atraer y retener a las 
personas de manera diferente que 
los enfoques tradicionales cara a 
cara.

Además, importa utilizar prácti-
cas de socialización para ayudar a 
reequilibrar las posibles percep-
ciones de desajuste entre los cola-
boradores existentes, para esto 
será necesario saber cuáles son 
las prácticas más efectivas de 
implementar en su organización. 
En la búsqueda del equilibrio, las 
conexiones sociales adoptadas 
por muchas organizaciones que 
implican la socialización virtual 
están: encuentros a distancia, 
llamadas, teleconferencias, invita-
ciones a meriendas, charlas infor-
males, entre otras. Estas prácticas 
buscan aliviar las percepciones de 
inadaptación como resultado del 
cambio abrupto en el tejido social 
del entorno de trabajo.

Efectos entre
el trabajo y la familia

También deberá permanecer 
atento a los colaboradores que 
podrían verse afectados de 
manera desproporcionada por las 
alteraciones actuales del entorno 
de trabajo. Quizás más notable-
mente, los cambios que hemos 
presenciado en respuesta ante la 
actual crisis de salud ya han 
comenzado a agudizar el conflic-
to trabajo-familia.

Los últimos años han sido testigos 
de un creciente interés y aplica-
ción de prácticas laborales favora-
bles a la familia, como arreglos 
laborales flexibles, servicios que 
incluyen cuidado de niños en el 
lugar y beneficios que incluyen 
subsidios para el cuidado de los 
niños. Se ha descubierto que 
estas políticas son importantes 
para reducir el conflicto de la 
familia al trabajo, particularmente 
entre los colaboradores que 
trabajan desde casa.

En consecuencia, comprender el 
impacto de estas demandas fami-
liares extremas junto con niveles 
elevados de autonomía laboral, 
puede tener impacto en la 
productividad de los colaborado-
res. Es importante desarrollar 
prácticas que permitan aliviar 
estas nuevas vías de conflicto 
entre la familia y el trabajo. Por 
ejemplo, conocer que tipos de 
apoyo adicionales realizar, más 
allá de los de naturaleza emocio-
nal o instrumental, pueden ayudar 
a combatir los conflictos laborales 
familiares.

De acuerdo con nuestra discusión 
anterior sobre el ajuste P-E, se 
puede aprovechar para ayudar a 
los colaboradores no acostumbra-
dos a sus nuevas condiciones de 
trabajo para que logren un mejor 
ajuste al tiempo que maximizan la 
efectividad de las prácticas e 
iniciativas destinadas a reducir el 
conflicto de la familia al trabajo. 
Considere, por ejemplo, el papel 
de la autonomía laboral o el grado 
de discreción que tienen las 
personas sobre cómo y cuándo 

realizar las tareas o qué métodos 
se utilizan para llevar a cabo sus 
trabajos, en la reducción delcon-
flicto entre la familia y el trabajo. 
En general, aumentar la autono-
mía laboral puede ayudar a 
mitigar las presiones relacionadas 
con la familia que tienden a surgir 
en entornos de trabajo remoto al 
proporcionar a los colaboradores 
suficientes recursos cognitivos y 
emocionales para gestionar las 
demandas adicionales y a menudo 
incompatibles.

Aprender de
los emprendedores

Como se ilustró anteriormente, la 
pandemia de COVID-19 probable-
mente tenga profundas implican-
cias socio-psicológicas, físicas y 
técnicas para los colaboradores 
que intentan adaptarse a su 
trabajo drásticamente alterado. 
     
Algunos de los problemas a los 
que se enfrentan los colaborado-
res, se parecen a la experiencia 
laboral diaria de los empresarios, 
después de todo, los emprende-
dores a menudo se enfrentan a 
condiciones de trabajo exigentes, 
incluidos altos niveles de incerti-
dumbre y responsabilidad, una 

necesidad de adaptarse de forma 
flexible y continua a nuevas situa-
ciones, y una fuerte interrelación 
entre el trabajo y la familia.

A pesar de esas especificidades 
ocupacionales, muchos empresa-
rios son altamente eficaces en su 
trabajo y, a menudo, reportan 
niveles más altos de bienestar 
subjetivo que el de sus colabora-
dores. 

Las organizaciones pueden 
encontrar inspiración para abor-
dar los problemas relacionados 
con la adaptación y el bienestar 
de sus colaboradores. Por ejem-
plo, una de las razones por las que 
los emprendedores a menudo 
prosperan a pesar de operar en 
entornos altamente inciertos y 
exigentes se debe al valor que le 
dan a la autonomía y a su capaci-
dad para crear el "trabajo perfecto".

Asimismo, las organizaciones 
podrían considerar cómo los 
emprendedores gestionan su 
interacción física y social reducida 
como un área fructífera para 
ayudar los colaboradores que 
navegan por la interacción física y 
social limitada que actualmente 
se enfrentan.

Conclusión

Aunque actualmente se descono-
cen las implicancias a largo plazo 
de COVID-19, hay pocas razones 
para creer que su impacto en la 
vida organizacional será de corta 
duración. Como han advertido los 
expertos en salud, no solo los 
efectos de la pandemia actual 
están lejos de terminar, pero, los 
riesgos de futuras crisis de salud 
de esta naturaleza de gran alcan-
ce están casi garantizadas.
En consecuencia, nuestro enfo-
que debe ser hacia adelante 
pensando, partiendo del supues-
to de que el gran desafío no es un 
evento singular y anómalo, sino 
que constituye a una "nueva reali-
dad" que ofrece nuevas oportuni-
dades a las que los profesionales 
necesitarán y querrán permane-
cer atentos.

Con este fin, la discusión 
propuesta, busca dar un paso en 
esa dirección, destacando algu-
nas implicancias de COVID-19 
para el ajuste y el bienestar de los 
colaboradores.



Introducción

Las organizaciones con la pande-
mia de COVID-19, de pronto 
tuvieron que navegar por lugares 
sin precedentes y, por lo tanto, 
encontrar nuevas soluciones a los 
desafíos que se les presentaron 
en muchas áreas de sus operacio-
nes. En este breve artículo, anali-
zamos algunos de estos desafíos, 
centrándonos en las implicancias 
que tiene el COVID-19 para la 
gestión de personas, a medida 
que las organizaciones ayudan a 
su fuerza laboral a afrontar y 
adaptarse a su entorno de trabajo 
recientemente modificado.

Debido a la pandemia de 
COVID-19, las organizaciones 
enfrentan un gran reto, obligadas 
a sumergirse y gestionar directa-
mente un territorio sin preceden-
tes a medida que modifican su 
fuerza laboral de formas técnicas, 
físicas y socio-psicológicas nunca 
antes vistas. Esto ha creado un 
desafío particular para los líderes, 
gerentes, jefes o referentes en la 
gestión de personas. Tuvieron 
que aventurarse rápidamente en 
las "incógnitas desconocidas" 
mientras se esfuerzan para 
ayudar a su fuerza laboral a adap-
tarse y hacer frente a los cambios 
radicales que se producen en el 
entorno laboral y social. Tal es el 
caso de los colaboradores que 
anteriormente pasaban toda o la 
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mayor parte de su tiempo traba-
jando dentro de los límites físicos 
de su organización y ahora tuvie-
ron que adaptarse rápidamente 
al trabajo remoto.

Incluso aquellos que podrían 
estar bien adaptados a las condi-
ciones de trabajo se enfrentan 
ahora a sus propios desafíos de 
buscar espacios de trabajo alter-
nativos (por ejemplo, cafés, 
bibliotecas, espacios de cowor-
king) fuera de la propia casa. Esto 
probablemente ha limitado la 
segmentación entre el trabajo y 
el ámbito privado que conduce a 
mayores dificultades para "des-
conectarse" de las demandas 
laborales. Aparte de la creciente 
incapacidad para separar el 
trabajo y la vida privada, el cierre 
de escuelas y los servicios de 
cuidado infantil han aumentado 
las demandas de los padres para 
los empleados, difuminando aún 
más las líneas entre el trabajo y el 
ámbito familiar. 
     
Las interconexiones trabajo-fami-
lia parecen particularmente 
exigentes para las personas con 
hijos, aunque los trabajadores sin 
responsabilidades de cuidados 
tanto para niños como para 
personas mayores, no son inmu-
nes a las consecuencias negativas 
de tales condiciones de trabajo 
alteradas, ya que puede tener un 

mayor riesgo de soledad, falta de 
propósito y efectos negativos 
asociados sobre el bienestar.

Con este fin, el propósito de este 
breve artículo es explorar breve-
mente los desafíos y oportunida-
des que presenta el COVID-19 
para la gestión de personas.

El "ajuste" entre
la Persona y el Entorno

Uno de los desafíos más destaca-
dos de la gestión de personas 
derivado de la pandemia de 
COVID-19 implica ajustar a los 
colaboradores nuevos y actuales 
a condiciones de trabajo drástica-
mente alteradas, como el cambio 
a trabajo remoto entornos o la 
implementación de nuevas políti-
cas y procedimientos en el lugar 
de trabajo para limitar el contacto 
humano. Tales alteraciones 
dramáticas en cómo y dónde los 
colaboradores desarrollen su 
trabajo probablemente tenga 
implicancias importantes para sus 
experiencias de ajuste Perso-
na-Entorno (en adelante P-E). El 
ajuste P-E postula que los indivi-
duos son atraídos y seleccionados 
por organizaciones cuyos entor-
nos de trabajo reflejan los mismos 
valores, culturas y características 
laborales que sus propias creen-
cias, valores y deseos.

Con base en estos procesos, los 
colaboradores que ingresan a 
organizaciones donde su ajuste 
P-E, se maximiza la experiencia, 
aumenta los niveles de satisfac-
ción, compromiso y bienestar 
general. Sin embargo, cuando el 
ambiente de trabajo que apoya la 
satisfacción de estas necesidades 
y deseos es alterado drásticamen-
te, como sucede actualmente en 
respuesta a la pandemia de 
COVID19, es probable que la 
importancia del creciente abismo 
entre las necesidades de un indivi-
duo y el entorno de trabajo actual 
conduzca a experiencias de 
inadaptación.

Durante el proceso de Recluta-
miento y Selección, las personas 

Debido a la pandemia de COVID-19,
las organizaciones enfrentan un gran reto,

obligadas a sumergirse y gestionar 
directamente un territorio sin precedentes.

se sienten atraídas por las organi-
zaciones en función de esta nece-
sidad fundamental y, de hecho, la 
investigación existente respalda la 
noción que las relaciones labora-
les cumplan este deseo funda-
mental de asociación con otros. 
Pero, a medida que las organiza-
ciones adaptan su fuerza de 
trabajo en respuesta a la pande-
mia, de formas que limitan funda-
mentalmente la interacción física, 
el posible desajuste derivado de 
esta incongruencia P-E presenta 
una pérdida potencial para el 
bienestar de los colaboradores y 
la productividad de las organiza-
ciones.

A medida que las organizaciones 
continúan adaptando sus prácti-
cas de gestión humana frente al 
COVID-19, los cambios están influ-
yendo en la experiencia de los 
colaboradores con respecto al 
ajuste P-E. Por ejemplo, las orga-
nizaciones tienen que hacer la 
transición a formas virtuales de 
reclutamiento, selección y forma-
ción en lugar de interacciones 
cara a cara, esto se vuelve cada 
vez más importante para com-
prender cómo estas prácticas 
impactan en los valores y la cultu-
ra de una organización, ya que 
estas nuevas prácticas ciertamen-
te podrían atraer y retener a las 
personas de manera diferente que 
los enfoques tradicionales cara a 
cara.

Además, importa utilizar prácti-
cas de socialización para ayudar a 
reequilibrar las posibles percep-
ciones de desajuste entre los cola-
boradores existentes, para esto 
será necesario saber cuáles son 
las prácticas más efectivas de 
implementar en su organización. 
En la búsqueda del equilibrio, las 
conexiones sociales adoptadas 
por muchas organizaciones que 
implican la socialización virtual 
están: encuentros a distancia, 
llamadas, teleconferencias, invita-
ciones a meriendas, charlas infor-
males, entre otras. Estas prácticas 
buscan aliviar las percepciones de 
inadaptación como resultado del 
cambio abrupto en el tejido social 
del entorno de trabajo.

Efectos entre
el trabajo y la familia

También deberá permanecer 
atento a los colaboradores que 
podrían verse afectados de 
manera desproporcionada por las 
alteraciones actuales del entorno 
de trabajo. Quizás más notable-
mente, los cambios que hemos 
presenciado en respuesta ante la 
actual crisis de salud ya han 
comenzado a agudizar el conflic-
to trabajo-familia.

Los últimos años han sido testigos 
de un creciente interés y aplica-
ción de prácticas laborales favora-
bles a la familia, como arreglos 
laborales flexibles, servicios que 
incluyen cuidado de niños en el 
lugar y beneficios que incluyen 
subsidios para el cuidado de los 
niños. Se ha descubierto que 
estas políticas son importantes 
para reducir el conflicto de la 
familia al trabajo, particularmente 
entre los colaboradores que 
trabajan desde casa.

En consecuencia, comprender el 
impacto de estas demandas fami-
liares extremas junto con niveles 
elevados de autonomía laboral, 
puede tener impacto en la 
productividad de los colaborado-
res. Es importante desarrollar 
prácticas que permitan aliviar 
estas nuevas vías de conflicto 
entre la familia y el trabajo. Por 
ejemplo, conocer que tipos de 
apoyo adicionales realizar, más 
allá de los de naturaleza emocio-
nal o instrumental, pueden ayudar 
a combatir los conflictos laborales 
familiares.

De acuerdo con nuestra discusión 
anterior sobre el ajuste P-E, se 
puede aprovechar para ayudar a 
los colaboradores no acostumbra-
dos a sus nuevas condiciones de 
trabajo para que logren un mejor 
ajuste al tiempo que maximizan la 
efectividad de las prácticas e 
iniciativas destinadas a reducir el 
conflicto de la familia al trabajo. 
Considere, por ejemplo, el papel 
de la autonomía laboral o el grado 
de discreción que tienen las 
personas sobre cómo y cuándo 

realizar las tareas o qué métodos 
se utilizan para llevar a cabo sus 
trabajos, en la reducción delcon-
flicto entre la familia y el trabajo. 
En general, aumentar la autono-
mía laboral puede ayudar a 
mitigar las presiones relacionadas 
con la familia que tienden a surgir 
en entornos de trabajo remoto al 
proporcionar a los colaboradores 
suficientes recursos cognitivos y 
emocionales para gestionar las 
demandas adicionales y a menudo 
incompatibles.

Aprender de
los emprendedores

Como se ilustró anteriormente, la 
pandemia de COVID-19 probable-
mente tenga profundas implican-
cias socio-psicológicas, físicas y 
técnicas para los colaboradores 
que intentan adaptarse a su 
trabajo drásticamente alterado. 
     
Algunos de los problemas a los 
que se enfrentan los colaborado-
res, se parecen a la experiencia 
laboral diaria de los empresarios, 
después de todo, los emprende-
dores a menudo se enfrentan a 
condiciones de trabajo exigentes, 
incluidos altos niveles de incerti-
dumbre y responsabilidad, una 

necesidad de adaptarse de forma 
flexible y continua a nuevas situa-
ciones, y una fuerte interrelación 
entre el trabajo y la familia.

A pesar de esas especificidades 
ocupacionales, muchos empresa-
rios son altamente eficaces en su 
trabajo y, a menudo, reportan 
niveles más altos de bienestar 
subjetivo que el de sus colabora-
dores. 

Las organizaciones pueden 
encontrar inspiración para abor-
dar los problemas relacionados 
con la adaptación y el bienestar 
de sus colaboradores. Por ejem-
plo, una de las razones por las que 
los emprendedores a menudo 
prosperan a pesar de operar en 
entornos altamente inciertos y 
exigentes se debe al valor que le 
dan a la autonomía y a su capaci-
dad para crear el "trabajo perfecto".

Asimismo, las organizaciones 
podrían considerar cómo los 
emprendedores gestionan su 
interacción física y social reducida 
como un área fructífera para 
ayudar los colaboradores que 
navegan por la interacción física y 
social limitada que actualmente 
se enfrentan.

Conclusión

Aunque actualmente se descono-
cen las implicancias a largo plazo 
de COVID-19, hay pocas razones 
para creer que su impacto en la 
vida organizacional será de corta 
duración. Como han advertido los 
expertos en salud, no solo los 
efectos de la pandemia actual 
están lejos de terminar, pero, los 
riesgos de futuras crisis de salud 
de esta naturaleza de gran alcan-
ce están casi garantizadas.
En consecuencia, nuestro enfo-
que debe ser hacia adelante 
pensando, partiendo del supues-
to de que el gran desafío no es un 
evento singular y anómalo, sino 
que constituye a una "nueva reali-
dad" que ofrece nuevas oportuni-
dades a las que los profesionales 
necesitarán y querrán permane-
cer atentos.

Con este fin, la discusión 
propuesta, busca dar un paso en 
esa dirección, destacando algu-
nas implicancias de COVID-19 
para el ajuste y el bienestar de los 
colaboradores.



Introducción

Las organizaciones con la pande-
mia de COVID-19, de pronto 
tuvieron que navegar por lugares 
sin precedentes y, por lo tanto, 
encontrar nuevas soluciones a los 
desafíos que se les presentaron 
en muchas áreas de sus operacio-
nes. En este breve artículo, anali-
zamos algunos de estos desafíos, 
centrándonos en las implicancias 
que tiene el COVID-19 para la 
gestión de personas, a medida 
que las organizaciones ayudan a 
su fuerza laboral a afrontar y 
adaptarse a su entorno de trabajo 
recientemente modificado.

Debido a la pandemia de 
COVID-19, las organizaciones 
enfrentan un gran reto, obligadas 
a sumergirse y gestionar directa-
mente un territorio sin preceden-
tes a medida que modifican su 
fuerza laboral de formas técnicas, 
físicas y socio-psicológicas nunca 
antes vistas. Esto ha creado un 
desafío particular para los líderes, 
gerentes, jefes o referentes en la 
gestión de personas. Tuvieron 
que aventurarse rápidamente en 
las "incógnitas desconocidas" 
mientras se esfuerzan para 
ayudar a su fuerza laboral a adap-
tarse y hacer frente a los cambios 
radicales que se producen en el 
entorno laboral y social. Tal es el 
caso de los colaboradores que 
anteriormente pasaban toda o la 
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mayor parte de su tiempo traba-
jando dentro de los límites físicos 
de su organización y ahora tuvie-
ron que adaptarse rápidamente 
al trabajo remoto.

Incluso aquellos que podrían 
estar bien adaptados a las condi-
ciones de trabajo se enfrentan 
ahora a sus propios desafíos de 
buscar espacios de trabajo alter-
nativos (por ejemplo, cafés, 
bibliotecas, espacios de cowor-
king) fuera de la propia casa. Esto 
probablemente ha limitado la 
segmentación entre el trabajo y 
el ámbito privado que conduce a 
mayores dificultades para "des-
conectarse" de las demandas 
laborales. Aparte de la creciente 
incapacidad para separar el 
trabajo y la vida privada, el cierre 
de escuelas y los servicios de 
cuidado infantil han aumentado 
las demandas de los padres para 
los empleados, difuminando aún 
más las líneas entre el trabajo y el 
ámbito familiar. 
     
Las interconexiones trabajo-fami-
lia parecen particularmente 
exigentes para las personas con 
hijos, aunque los trabajadores sin 
responsabilidades de cuidados 
tanto para niños como para 
personas mayores, no son inmu-
nes a las consecuencias negativas 
de tales condiciones de trabajo 
alteradas, ya que puede tener un 

mayor riesgo de soledad, falta de 
propósito y efectos negativos 
asociados sobre el bienestar.

Con este fin, el propósito de este 
breve artículo es explorar breve-
mente los desafíos y oportunida-
des que presenta el COVID-19 
para la gestión de personas.

El "ajuste" entre
la Persona y el Entorno

Uno de los desafíos más destaca-
dos de la gestión de personas 
derivado de la pandemia de 
COVID-19 implica ajustar a los 
colaboradores nuevos y actuales 
a condiciones de trabajo drástica-
mente alteradas, como el cambio 
a trabajo remoto entornos o la 
implementación de nuevas políti-
cas y procedimientos en el lugar 
de trabajo para limitar el contacto 
humano. Tales alteraciones 
dramáticas en cómo y dónde los 
colaboradores desarrollen su 
trabajo probablemente tenga 
implicancias importantes para sus 
experiencias de ajuste Perso-
na-Entorno (en adelante P-E). El 
ajuste P-E postula que los indivi-
duos son atraídos y seleccionados 
por organizaciones cuyos entor-
nos de trabajo reflejan los mismos 
valores, culturas y características 
laborales que sus propias creen-
cias, valores y deseos.

Con base en estos procesos, los 
colaboradores que ingresan a 
organizaciones donde su ajuste 
P-E, se maximiza la experiencia, 
aumenta los niveles de satisfac-
ción, compromiso y bienestar 
general. Sin embargo, cuando el 
ambiente de trabajo que apoya la 
satisfacción de estas necesidades 
y deseos es alterado drásticamen-
te, como sucede actualmente en 
respuesta a la pandemia de 
COVID19, es probable que la 
importancia del creciente abismo 
entre las necesidades de un indivi-
duo y el entorno de trabajo actual 
conduzca a experiencias de 
inadaptación.

Durante el proceso de Recluta-
miento y Selección, las personas 

se sienten atraídas por las organi-
zaciones en función de esta nece-
sidad fundamental y, de hecho, la 
investigación existente respalda la 
noción que las relaciones labora-
les cumplan este deseo funda-
mental de asociación con otros. 
Pero, a medida que las organiza-
ciones adaptan su fuerza de 
trabajo en respuesta a la pande-
mia, de formas que limitan funda-
mentalmente la interacción física, 
el posible desajuste derivado de 
esta incongruencia P-E presenta 
una pérdida potencial para el 
bienestar de los colaboradores y 
la productividad de las organiza-
ciones.

A medida que las organizaciones 
continúan adaptando sus prácti-
cas de gestión humana frente al 
COVID-19, los cambios están influ-
yendo en la experiencia de los 
colaboradores con respecto al 
ajuste P-E. Por ejemplo, las orga-
nizaciones tienen que hacer la 
transición a formas virtuales de 
reclutamiento, selección y forma-
ción en lugar de interacciones 
cara a cara, esto se vuelve cada 
vez más importante para com-
prender cómo estas prácticas 
impactan en los valores y la cultu-
ra de una organización, ya que 
estas nuevas prácticas ciertamen-
te podrían atraer y retener a las 
personas de manera diferente que 
los enfoques tradicionales cara a 
cara.

Además, importa utilizar prácti-
cas de socialización para ayudar a 
reequilibrar las posibles percep-
ciones de desajuste entre los cola-
boradores existentes, para esto 
será necesario saber cuáles son 
las prácticas más efectivas de 
implementar en su organización. 
En la búsqueda del equilibrio, las 
conexiones sociales adoptadas 
por muchas organizaciones que 
implican la socialización virtual 
están: encuentros a distancia, 
llamadas, teleconferencias, invita-
ciones a meriendas, charlas infor-
males, entre otras. Estas prácticas 
buscan aliviar las percepciones de 
inadaptación como resultado del 
cambio abrupto en el tejido social 
del entorno de trabajo.

Efectos entre
el trabajo y la familia

También deberá permanecer 
atento a los colaboradores que 
podrían verse afectados de 
manera desproporcionada por las 
alteraciones actuales del entorno 
de trabajo. Quizás más notable-
mente, los cambios que hemos 
presenciado en respuesta ante la 
actual crisis de salud ya han 
comenzado a agudizar el conflic-
to trabajo-familia.

Los últimos años han sido testigos 
de un creciente interés y aplica-
ción de prácticas laborales favora-
bles a la familia, como arreglos 
laborales flexibles, servicios que 
incluyen cuidado de niños en el 
lugar y beneficios que incluyen 
subsidios para el cuidado de los 
niños. Se ha descubierto que 
estas políticas son importantes 
para reducir el conflicto de la 
familia al trabajo, particularmente 
entre los colaboradores que 
trabajan desde casa.

En consecuencia, comprender el 
impacto de estas demandas fami-
liares extremas junto con niveles 
elevados de autonomía laboral, 
puede tener impacto en la 
productividad de los colaborado-
res. Es importante desarrollar 
prácticas que permitan aliviar 
estas nuevas vías de conflicto 
entre la familia y el trabajo. Por 
ejemplo, conocer que tipos de 
apoyo adicionales realizar, más 
allá de los de naturaleza emocio-
nal o instrumental, pueden ayudar 
a combatir los conflictos laborales 
familiares.

De acuerdo con nuestra discusión 
anterior sobre el ajuste P-E, se 
puede aprovechar para ayudar a 
los colaboradores no acostumbra-
dos a sus nuevas condiciones de 
trabajo para que logren un mejor 
ajuste al tiempo que maximizan la 
efectividad de las prácticas e 
iniciativas destinadas a reducir el 
conflicto de la familia al trabajo. 
Considere, por ejemplo, el papel 
de la autonomía laboral o el grado 
de discreción que tienen las 
personas sobre cómo y cuándo 

realizar las tareas o qué métodos 
se utilizan para llevar a cabo sus 
trabajos, en la reducción delcon-
flicto entre la familia y el trabajo. 
En general, aumentar la autono-
mía laboral puede ayudar a 
mitigar las presiones relacionadas 
con la familia que tienden a surgir 
en entornos de trabajo remoto al 
proporcionar a los colaboradores 
suficientes recursos cognitivos y 
emocionales para gestionar las 
demandas adicionales y a menudo 
incompatibles.

Aprender de
los emprendedores

Como se ilustró anteriormente, la 
pandemia de COVID-19 probable-
mente tenga profundas implican-
cias socio-psicológicas, físicas y 
técnicas para los colaboradores 
que intentan adaptarse a su 
trabajo drásticamente alterado. 
     
Algunos de los problemas a los 
que se enfrentan los colaborado-
res, se parecen a la experiencia 
laboral diaria de los empresarios, 
después de todo, los emprende-
dores a menudo se enfrentan a 
condiciones de trabajo exigentes, 
incluidos altos niveles de incerti-
dumbre y responsabilidad, una 

necesidad de adaptarse de forma 
flexible y continua a nuevas situa-
ciones, y una fuerte interrelación 
entre el trabajo y la familia.

A pesar de esas especificidades 
ocupacionales, muchos empresa-
rios son altamente eficaces en su 
trabajo y, a menudo, reportan 
niveles más altos de bienestar 
subjetivo que el de sus colabora-
dores. 

Las organizaciones pueden 
encontrar inspiración para abor-
dar los problemas relacionados 
con la adaptación y el bienestar 
de sus colaboradores. Por ejem-
plo, una de las razones por las que 
los emprendedores a menudo 
prosperan a pesar de operar en 
entornos altamente inciertos y 
exigentes se debe al valor que le 
dan a la autonomía y a su capaci-
dad para crear el "trabajo perfecto".

Asimismo, las organizaciones 
podrían considerar cómo los 
emprendedores gestionan su 
interacción física y social reducida 
como un área fructífera para 
ayudar los colaboradores que 
navegan por la interacción física y 
social limitada que actualmente 
se enfrentan.

Conclusión

Aunque actualmente se descono-
cen las implicancias a largo plazo 
de COVID-19, hay pocas razones 
para creer que su impacto en la 
vida organizacional será de corta 
duración. Como han advertido los 
expertos en salud, no solo los 
efectos de la pandemia actual 
están lejos de terminar, pero, los 
riesgos de futuras crisis de salud 
de esta naturaleza de gran alcan-
ce están casi garantizadas.
En consecuencia, nuestro enfo-
que debe ser hacia adelante 
pensando, partiendo del supues-
to de que el gran desafío no es un 
evento singular y anómalo, sino 
que constituye a una "nueva reali-
dad" que ofrece nuevas oportuni-
dades a las que los profesionales 
necesitarán y querrán permane-
cer atentos.

Con este fin, la discusión 
propuesta, busca dar un paso en 
esa dirección, destacando algu-
nas implicancias de COVID-19 
para el ajuste y el bienestar de los 
colaboradores.
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Introducción

Las organizaciones con la pande-
mia de COVID-19, de pronto 
tuvieron que navegar por lugares 
sin precedentes y, por lo tanto, 
encontrar nuevas soluciones a los 
desafíos que se les presentaron 
en muchas áreas de sus operacio-
nes. En este breve artículo, anali-
zamos algunos de estos desafíos, 
centrándonos en las implicancias 
que tiene el COVID-19 para la 
gestión de personas, a medida 
que las organizaciones ayudan a 
su fuerza laboral a afrontar y 
adaptarse a su entorno de trabajo 
recientemente modificado.

Debido a la pandemia de 
COVID-19, las organizaciones 
enfrentan un gran reto, obligadas 
a sumergirse y gestionar directa-
mente un territorio sin preceden-
tes a medida que modifican su 
fuerza laboral de formas técnicas, 
físicas y socio-psicológicas nunca 
antes vistas. Esto ha creado un 
desafío particular para los líderes, 
gerentes, jefes o referentes en la 
gestión de personas. Tuvieron 
que aventurarse rápidamente en 
las "incógnitas desconocidas" 
mientras se esfuerzan para 
ayudar a su fuerza laboral a adap-
tarse y hacer frente a los cambios 
radicales que se producen en el 
entorno laboral y social. Tal es el 
caso de los colaboradores que 
anteriormente pasaban toda o la 

Julio 2021

mayor parte de su tiempo traba-
jando dentro de los límites físicos 
de su organización y ahora tuvie-
ron que adaptarse rápidamente 
al trabajo remoto.

Incluso aquellos que podrían 
estar bien adaptados a las condi-
ciones de trabajo se enfrentan 
ahora a sus propios desafíos de 
buscar espacios de trabajo alter-
nativos (por ejemplo, cafés, 
bibliotecas, espacios de cowor-
king) fuera de la propia casa. Esto 
probablemente ha limitado la 
segmentación entre el trabajo y 
el ámbito privado que conduce a 
mayores dificultades para "des-
conectarse" de las demandas 
laborales. Aparte de la creciente 
incapacidad para separar el 
trabajo y la vida privada, el cierre 
de escuelas y los servicios de 
cuidado infantil han aumentado 
las demandas de los padres para 
los empleados, difuminando aún 
más las líneas entre el trabajo y el 
ámbito familiar. 
     
Las interconexiones trabajo-fami-
lia parecen particularmente 
exigentes para las personas con 
hijos, aunque los trabajadores sin 
responsabilidades de cuidados 
tanto para niños como para 
personas mayores, no son inmu-
nes a las consecuencias negativas 
de tales condiciones de trabajo 
alteradas, ya que puede tener un 

mayor riesgo de soledad, falta de 
propósito y efectos negativos 
asociados sobre el bienestar.

Con este fin, el propósito de este 
breve artículo es explorar breve-
mente los desafíos y oportunida-
des que presenta el COVID-19 
para la gestión de personas.

El "ajuste" entre
la Persona y el Entorno

Uno de los desafíos más destaca-
dos de la gestión de personas 
derivado de la pandemia de 
COVID-19 implica ajustar a los 
colaboradores nuevos y actuales 
a condiciones de trabajo drástica-
mente alteradas, como el cambio 
a trabajo remoto entornos o la 
implementación de nuevas políti-
cas y procedimientos en el lugar 
de trabajo para limitar el contacto 
humano. Tales alteraciones 
dramáticas en cómo y dónde los 
colaboradores desarrollen su 
trabajo probablemente tenga 
implicancias importantes para sus 
experiencias de ajuste Perso-
na-Entorno (en adelante P-E). El 
ajuste P-E postula que los indivi-
duos son atraídos y seleccionados 
por organizaciones cuyos entor-
nos de trabajo reflejan los mismos 
valores, culturas y características 
laborales que sus propias creen-
cias, valores y deseos.

Con base en estos procesos, los 
colaboradores que ingresan a 
organizaciones donde su ajuste 
P-E, se maximiza la experiencia, 
aumenta los niveles de satisfac-
ción, compromiso y bienestar 
general. Sin embargo, cuando el 
ambiente de trabajo que apoya la 
satisfacción de estas necesidades 
y deseos es alterado drásticamen-
te, como sucede actualmente en 
respuesta a la pandemia de 
COVID19, es probable que la 
importancia del creciente abismo 
entre las necesidades de un indivi-
duo y el entorno de trabajo actual 
conduzca a experiencias de 
inadaptación.

Durante el proceso de Recluta-
miento y Selección, las personas 

se sienten atraídas por las organi-
zaciones en función de esta nece-
sidad fundamental y, de hecho, la 
investigación existente respalda la 
noción que las relaciones labora-
les cumplan este deseo funda-
mental de asociación con otros. 
Pero, a medida que las organiza-
ciones adaptan su fuerza de 
trabajo en respuesta a la pande-
mia, de formas que limitan funda-
mentalmente la interacción física, 
el posible desajuste derivado de 
esta incongruencia P-E presenta 
una pérdida potencial para el 
bienestar de los colaboradores y 
la productividad de las organiza-
ciones.

A medida que las organizaciones 
continúan adaptando sus prácti-
cas de gestión humana frente al 
COVID-19, los cambios están influ-
yendo en la experiencia de los 
colaboradores con respecto al 
ajuste P-E. Por ejemplo, las orga-
nizaciones tienen que hacer la 
transición a formas virtuales de 
reclutamiento, selección y forma-
ción en lugar de interacciones 
cara a cara, esto se vuelve cada 
vez más importante para com-
prender cómo estas prácticas 
impactan en los valores y la cultu-
ra de una organización, ya que 
estas nuevas prácticas ciertamen-
te podrían atraer y retener a las 
personas de manera diferente que 
los enfoques tradicionales cara a 
cara.

Además, importa utilizar prácti-
cas de socialización para ayudar a 
reequilibrar las posibles percep-
ciones de desajuste entre los cola-
boradores existentes, para esto 
será necesario saber cuáles son 
las prácticas más efectivas de 
implementar en su organización. 
En la búsqueda del equilibrio, las 
conexiones sociales adoptadas 
por muchas organizaciones que 
implican la socialización virtual 
están: encuentros a distancia, 
llamadas, teleconferencias, invita-
ciones a meriendas, charlas infor-
males, entre otras. Estas prácticas 
buscan aliviar las percepciones de 
inadaptación como resultado del 
cambio abrupto en el tejido social 
del entorno de trabajo.

Efectos entre
el trabajo y la familia

También deberá permanecer 
atento a los colaboradores que 
podrían verse afectados de 
manera desproporcionada por las 
alteraciones actuales del entorno 
de trabajo. Quizás más notable-
mente, los cambios que hemos 
presenciado en respuesta ante la 
actual crisis de salud ya han 
comenzado a agudizar el conflic-
to trabajo-familia.

Los últimos años han sido testigos 
de un creciente interés y aplica-
ción de prácticas laborales favora-
bles a la familia, como arreglos 
laborales flexibles, servicios que 
incluyen cuidado de niños en el 
lugar y beneficios que incluyen 
subsidios para el cuidado de los 
niños. Se ha descubierto que 
estas políticas son importantes 
para reducir el conflicto de la 
familia al trabajo, particularmente 
entre los colaboradores que 
trabajan desde casa.

En consecuencia, comprender el 
impacto de estas demandas fami-
liares extremas junto con niveles 
elevados de autonomía laboral, 
puede tener impacto en la 
productividad de los colaborado-
res. Es importante desarrollar 
prácticas que permitan aliviar 
estas nuevas vías de conflicto 
entre la familia y el trabajo. Por 
ejemplo, conocer que tipos de 
apoyo adicionales realizar, más 
allá de los de naturaleza emocio-
nal o instrumental, pueden ayudar 
a combatir los conflictos laborales 
familiares.

De acuerdo con nuestra discusión 
anterior sobre el ajuste P-E, se 
puede aprovechar para ayudar a 
los colaboradores no acostumbra-
dos a sus nuevas condiciones de 
trabajo para que logren un mejor 
ajuste al tiempo que maximizan la 
efectividad de las prácticas e 
iniciativas destinadas a reducir el 
conflicto de la familia al trabajo. 
Considere, por ejemplo, el papel 
de la autonomía laboral o el grado 
de discreción que tienen las 
personas sobre cómo y cuándo 

realizar las tareas o qué métodos 
se utilizan para llevar a cabo sus 
trabajos, en la reducción delcon-
flicto entre la familia y el trabajo. 
En general, aumentar la autono-
mía laboral puede ayudar a 
mitigar las presiones relacionadas 
con la familia que tienden a surgir 
en entornos de trabajo remoto al 
proporcionar a los colaboradores 
suficientes recursos cognitivos y 
emocionales para gestionar las 
demandas adicionales y a menudo 
incompatibles.

Aprender de
los emprendedores

Como se ilustró anteriormente, la 
pandemia de COVID-19 probable-
mente tenga profundas implican-
cias socio-psicológicas, físicas y 
técnicas para los colaboradores 
que intentan adaptarse a su 
trabajo drásticamente alterado. 
     
Algunos de los problemas a los 
que se enfrentan los colaborado-
res, se parecen a la experiencia 
laboral diaria de los empresarios, 
después de todo, los emprende-
dores a menudo se enfrentan a 
condiciones de trabajo exigentes, 
incluidos altos niveles de incerti-
dumbre y responsabilidad, una 

necesidad de adaptarse de forma 
flexible y continua a nuevas situa-
ciones, y una fuerte interrelación 
entre el trabajo y la familia.

A pesar de esas especificidades 
ocupacionales, muchos empresa-
rios son altamente eficaces en su 
trabajo y, a menudo, reportan 
niveles más altos de bienestar 
subjetivo que el de sus colabora-
dores. 

Las organizaciones pueden 
encontrar inspiración para abor-
dar los problemas relacionados 
con la adaptación y el bienestar 
de sus colaboradores. Por ejem-
plo, una de las razones por las que 
los emprendedores a menudo 
prosperan a pesar de operar en 
entornos altamente inciertos y 
exigentes se debe al valor que le 
dan a la autonomía y a su capaci-
dad para crear el "trabajo perfecto".

Asimismo, las organizaciones 
podrían considerar cómo los 
emprendedores gestionan su 
interacción física y social reducida 
como un área fructífera para 
ayudar los colaboradores que 
navegan por la interacción física y 
social limitada que actualmente 
se enfrentan.

Conclusión

Aunque actualmente se descono-
cen las implicancias a largo plazo 
de COVID-19, hay pocas razones 
para creer que su impacto en la 
vida organizacional será de corta 
duración. Como han advertido los 
expertos en salud, no solo los 
efectos de la pandemia actual 
están lejos de terminar, pero, los 
riesgos de futuras crisis de salud 
de esta naturaleza de gran alcan-
ce están casi garantizadas.
En consecuencia, nuestro enfo-
que debe ser hacia adelante 
pensando, partiendo del supues-
to de que el gran desafío no es un 
evento singular y anómalo, sino 
que constituye a una "nueva reali-
dad" que ofrece nuevas oportuni-
dades a las que los profesionales 
necesitarán y querrán permane-
cer atentos.

Con este fin, la discusión 
propuesta, busca dar un paso en 
esa dirección, destacando algu-
nas implicancias de COVID-19 
para el ajuste y el bienestar de los 
colaboradores.
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